Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 18 y 3 minutos.) 


-Buenas tardes. Es un gusto recibir a la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente encabezada por el Ministro, arquitecto Francisco Beltrame, la 
Subsecretaria arquitecta Raquel Lejtreger, el doctor Carlos Martínez, el ingeniero agrónomo Miguel 
Chabalgoity, el arquitecto Jorge Rucks y el ingeniero Daniel González. 


En el día de hoy vamos a continuar con los temas que habían quedado pendientes en la 
comparecencia de la semana pasada: el plan de la Dinama para la contaminación en la cuenca del río 
Santa Lucía y el impacto ambiental por la construcción del puente sobre la Laguna Garzón. 


Le damos la palabra al señor Ministro. 
SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias por recibirnos. 


La semana pasada habíamos comenzado a analizar los temas vinculados a los hechos 
suscitados en el mes de marzo respecto al agua. En ese sentido, también hicimos un repaso de todo lo 
que tiene que ver con el abastecimiento de agua potable por parte de OSE y de las medidas que el 
Ente venía tomando desde el punto de vista de sus cometidos específicos y de los planes de 
proyección. 


En la sesión de hoy -así quedó pactado- la idea era dar la visión de lo que se venía haciendo 
desde el punto de vista del monitoreo, en forma permanente, en lo que tiene que ver con la cuenca del 
río Santa Lucía, y referirnos a las medidas que adoptamos; también anunciamos su implementación 
inmediata a los efectos de detener y revertir -en lo que sea posible- la situación que en este momento 
se da con respecto a lo que es el agua bruta. Es así que para realizar la presentación del monitoreo de 
la Cuenca del río Santa Lucía y las medidas a implementar, solicitaría al señor Presidente le conceda el 
uso de la palabra al señor Rucks. 


SEÑOR RUCKS.- A solicitud del señor Ministro elaboramos una presentación para mostrar, en primera 
instancia, la base del plan que proponemos para la gestión de protección de la calidad ambiental y 
disponibilidad de aguas, de la fuente de agua potable de la cuenca del río Santa Lucía. 


Queríamos iniciar esta presentación transmitiendo la idea del proceso que generó esta 
necesidad y para eso nos pareció muy importante identificar las características básicas de la cuenca 
del río Santa Lucía, dado que representa el 60% del agua potable que abastece el área metropolitana 
del país. Esta particularidad le da una característica fundamental, dado que la calidad del agua que se 
trata para su potabilización, depende de la calidad ambiental de la cuenca. Por lo tanto, el control de 
los factores de deterioro ambiental es un elemento sustantivo, en lo que hace tanto a los aspectos 
ambientales en sí mismo, que hacen a la calidad de vida y de producción en la cuenca, como a 
aquellos aspectos económicos vinculados al propio costo que tienen los procesos de potabilización del 
agua, cuando se parte de la base de agua bruta en condiciones de contaminación. La cuenca, 
entonces, tiene un interés particular en cuanto a la salud humana y a los beneficios de la calidad de 
vida de la población. 


Como saben los señores Senadores, la cuenca del río Santa Lucía es un sistema hídrico 
importante constituido, fundamentalmente, por las cuencas que alimentan el cauce principal del río 
Santa Lucía. A la izquierda de la imagen se puede observar la cuenca del río San José, en el medio el 
Arroyo de la Virgen, al norte el Santa Lucía Chico y el Santa Lucía hacia el noroeste de la cuenca. Hay 
algunas cuencas menores, pero que tienen una importancia particular por las características de la 
situación de uso de su tierra y presión de utilización de los recursos hídricos. En este caso, se trata de 
la cuenca de los ríos Canelón Grande y Canelón Chico, que también son fuente de agua potable para 
la toma de OSE en determinadas situaciones. Luego tenemos las cuencas que no son fuente de agua 


potable, pero que tienen importancia para las condiciones de vida en ecosistemas hídricos y que serían 
las cuencas del Arroyo Colorado y del Arroyo Las Piedras al sur, antes de la desembocadura en el Río 
de la Plata. 


En ese sentido, el otro aspecto importante que caracteriza al sistema hídrico de la cuenca es 
la presencia de tres embalses que son fundamentales, justamente, para la provisión y almacenamiento 
de agua bruta para su posterior uso como agua potable; estamos hablando de las presas de Paso 
Severino, la de Canelón Grande y la de San Francisco. En particular, las dos primeras son utilizadas 
como fuentes de abastecimiento de agua por OSE. 


Por otro lado, está el hecho de que en la localidad de Aguas Corrientes se encuentra la toma 
principal de agua de OSE que, de acuerdo a su localización, determina, digamos, aguas arriba, las 
condiciones en las que recibe el agua bruta para su tratamiento. 


Dada la importancia que desde el punto de vista ambiental tiene esta cuenca, llama la 
atención en cuanto al desarrollo de medidas y actividades tendientes, fundamentalmente, a un 
conocimiento de la calidad del agua de la cuenca -que fue identificada a partir del año 2004 en un 
trabajo conjunto de monitoreo con las cinco Intendencias Departamentales- y a identificar cuáles son 
las fuentes que determinan esa calidad y los factores contaminantes que la definen. 


El tema, entonces, es que de la estructura hídrica nos parece importante mostrar esta 
característica de una cuenca de abastecimiento de agua, con sus presas y su sistema que, de alguna 
forma, fue atendido a través del monitoreo de la calidad del agua. Se trabajó, como dije, con las 
Intendencias desde el año 2004 y a partir del 2005 se consiguió la cooperación técnica japonesa de 
JICA -la agencia de cooperación japonesa- que durante cinco años trabajó con nosotros, primero, en el 
diseño estructural del sistema de monitoreo de la calidad del agua y, segundo, en el análisis de las 
fuentes de contaminación por origen y de acuerdo a la estructura hídrica de la cuenca del río Santa 
Lucía. 


Desde el año 2011 en adelante, y una vez terminada la cooperación japonesa, se produce -a 
raíz de las recomendaciones del propio trabajo realizado con Japón- un acuerdo para continuar el 
proceso de monitoreo, pero ajustando la ubicación de los puntos del muestreo y la metodología de 
trabajo para tener una información más específica sobre lo que era la calidad trófica de cada uno de los 
segmentos de los cuerpos de agua de la cuenca. 


En ese sentido, a partir de treinta puntos de monitoreo que se reinstalan en la cuenca, desde 
el año 2011 y hasta la actualidad, cada cuatro meses estamos monitoreando las condiciones de la 
cuenca -tanto en el sector de la cuenca alta como en la cuenca media y baja- particularmente en 
relación a los embalses y los puntos de toma de agua de OSE, para poder verificar las condiciones y 
calidad de los cuerpos de agua. 


Tal como decíamos, en cuanto a la situación del río Santa Lucía, se produce, digamos, una 
inflexión en el año 2011. Al terminar la cooperación japonesa y asumir directamente la Dinama la 
responsabilidad del monitoreo de calidad de agua, se hace un rediseño de los parámetros a medir, se 
reubican los puntos de muestreo y se define, en base a la normativa particularmente brasileña de 
clasificación de los cursos de agua, las características tróficas, es decir, el nivel de la calidad de las 
aguas de las distintas partes de la cuenca. 


Del trabajo de cooperación japonesa, no solamente se desprende el rediseño del sistema de 
monitoreo, sino también algunos lineamientos específicos respecto a las conclusiones a que se llegan 
luego del estudio y análisis del monitoreo. Es importante mencionar este punto, porque se detecta que, 
en términos generales, la calidad de agua del canal principal cumple con los estándares de calidad de 
agua previstos por el Decreto N* 253, que es el que regula este tema. 


Asimismo, se identifican algunas excepciones, en particular, en dos puntos de las estaciones 
de monitoreo aguas arriba; veremos que están vinculados fundamentalmente con la presencia de 
ciudades importantes como, por ejemplo, Florida o Minas. 


Ahora bien, a pesar de que el cauce principal del río Santa Lucía se mantiene bastante limpio 
-así lo expresa estrictamente el estudio del año 2011- la calidad del agua de los afluentes que reciben 
descargas directas, como los Arroyos Colorado, Canelón Grande, en Canelones, o de algunos 
tributarios en Florida, Lavalleja y San José, evidencia signos de contaminación. 


La concentración de fósforo, tema muy importante, excede el estándar en la amplia mayoría 
de las estaciones de monitoreo. Esta es una de las primeras grandes conclusiones a las que se arriba, 
pues a partir de estos estudios se detecta que, en general, en toda la cuenca del Santa Lucía el fósforo 
está por encima de los estándares nacionales aceptables. 


En cuanto a los nitratos, se observa que aumentan en forma creciente entre la naciente y la 
desembocadura, pero en ningún punto, entre el kilómetro 48 -donde se encuentra la toma de OSE- y la 
desembocadura del Río de la Plata, superan el estándar de concentración de 11.5 miligramos por litro 
establecido por la normativa de la Organización Mundial de la Salud para agua potable. De manera 
que, si bien es un problema puntual, no parece ser un problema generalizado a nivel de toda la cuenca. 


Otra de las conclusiones muy importantes a que se llegó, indica que cerca del 80% de la 
demanda biológica de oxígeno -lo que se conoce como DBO, que es uno de los indicadores de carga 
orgánica que se establece para los cuerpos de agua- compuesto por nitrato y fósforo, provienen de las 
fuentes difusas de contaminación. Más adelante, en el marco del estudio realizado, veremos qué se 
entiende por fuente difusa de contaminación. 


En la siguiente diapositiva, se muestra lo que se hizo a partir del año 2011, o sea, desde que 
se empezó a hacer el monitoreo hasta la actualidad. Concretamente, allí se describen los análisis de la 
situación trófica de los distintos tramos de la cuenca. Como se puede observar, en los puntos del 
gráfico se definen los niveles del estado trófico, que refieren a la calidad de agua de la cuenca -cabe 
aclarar que para esto nos basamos en las cinco categorías establecidas por la normativa brasileña- en 
el entendido de que desde los niveles menores a los mayores -que figuran en color azul y rojo 
respectivamente- se detectan las situaciones de mayor contaminación en esa parte de los cuerpos de 
agua. Allí se puede ver, básicamente, que los puntos correspondientes a la cuenca alta, que figuran en 
color azul, cambian y pasan a tener las características de los puntos que figuran en amarillo o en rojo 
cuando nos encontramos con arroyos como el Canelón Grande, que es una de las fuentes importantes 
de abastecimiento de agua bruta a OSE. De manera que lo que sale de los monitoreos y se ha 
actualizado hasta la fecha, confirma lo que son los nutrientes excesivos de parte de los cuerpos de 
agua en la cuenca, que son las causas que, en determinadas condiciones de luz y temperatura, 
generan las floraciones algales. Esto es motivado por factores diversos, por causas varias que 
requieren una atención multifocal -no sectorial- para poder resolverlo. 


Partiendo de estas conclusiones entramos a ver cuáles son las principales fuentes de 
contaminación que se identifican en la cuenca, teniendo en cuenta los números que analizamos antes 
y que son los siguientes. El 80% del DBO, fósforo y nitrato, provienen de fuentes difusas y el 20% de 
fuentes puntuales. Con esa situación empezamos a ver dónde estaban localizadas esas fuentes de 
contaminación. También surgen otros temas importantes, como los residuos sólidos, una temática que 
está en proceso de tratamiento, pero que no ha sido resuelta a nivel de todo el territorio y en la 
cuenca aparece como uno de los elementos generadores de contaminación. Luego está el tema de los 
efluentes industriales y domésticos, cuya localización en la cuenca se puede ver en el mapa que 
estamos proyectando; allí se observa dónde está la concentración, fundamentalmente, en la zona 
central y sur de la cuenca. 


Decíamos que el 80% de los factores contaminantes que se identifican en la cuenca 
provienen de fuentes de carácter difuso. Dichas fuentes están, fundamentalmente, vinculadas con la 
producción agropecuaria en la cuenca, tanto en la parte agrícola, como hortifrutícola, producción 
forrajera y todo lo que hace a deshecho de animales provenientes, en particular, de los tambos y, en 
los últimos años, de lo que fue la aparición del engorde a corral. En algunas cuencas, también se 
observa la presencia de criaderos de cerdos y aves. Por tanto, las fuentes de contaminación difusa 
serían uno de los grandes temas a atender por ser uno de los segmentos centrales de contaminación 
que se puede identificar. Los factores de carácter puntual que corresponden al otro 20%, 
aproximadamente, tienen que ver con fuentes de carácter doméstico provenientes de centros poblados 


con saneamiento insuficiente o sin saneamiento, con industrias, principalmente frigoríficas, láctea, del 
cuero y de residuos sólidos urbanos. 


SEÑOR HEBER.- ¿Cuál es el porcentaje existente de contaminación de fuente difusa? 
SEÑOR RUCKS..- Es el 80%. 
SEÑOR HEBER.- ¿Cuánto incide en la contaminación? 


SEÑOR RUCKS.- El 80% de la carga de nutrientes que van a los ríos proviene de causas de 
contaminación difusa. El 20% restante de ciudades, falta de saneamiento, industrias, etc. 


Se trabajó con este mapa de uso del suelo -un elemento complementario a lo que fue el 
monitoreo de calidad de los cuerpos de agua- y, a través de metodologías que nos trajeron los 
japoneses, se hizo un análisis de los contaminantes por subcuenca y microcuenca, a fin de verificar si 
la información que surgía de ese 80% y 20% era coherente con los usos del suelo que se identificaban 
en la cuenca. Podemos decir que los números son muy coincidentes, o sea que tenemos cierta 
seguridad de que al año 2011 estábamos haciendo un análisis de situación que nos permitía verificar, a 
partir de la información de usos del suelo, que el origen de contaminantes de fuentes de contaminación 
difusa tenían una presencia sustantiva frente a las fuentes de contaminación puntual. 


Planteo esto a modo de ejemplo para que vean el nivel de desglose que ha tenido el análisis; 
corresponde a un análisis específico del DBO y es una relación entre lo que son las cargas puntuales y 
difusas; es decir que el mapa 1 debería leerse como el mapa de la situación de contaminación 
proveniente, fundamentalmente, de fuentes de contaminación puntual. Allí pueden identificar con 
claridad la presencia de Florida y, en el sur, en las cuencas de lo que está indicado en color rojo, en 
Las Piedras, la fuerte presencia de las urbanizaciones sobre esas cuencas específicas. 


Pero cuando vamos al análisis de la fuente de contaminación difusa, que es lo que está 
indicado en el otro mapa, pueden ver que es complementario. Las grandes manchas de contaminación 
difusa están en las zonas rurales. De manera que si uno suma estos mapas, entre las ciudades y la 
situación de la producción agropecuaria, se genera una situación de un mapa complementario en 
causas de contaminación. 


Quiere decir que la fuente de contaminación puntual tiene mucha importancia y hay que 
atenderla, particularmente en algunas cuencas que son pequeñas, pero que tienen un comportamiento 
determinante en la calidad de agua de esos lugares. 


Por otro lado, hay una situación generalizada de contaminación difusa en el resto de la cuenca 
proveniente de las actividades de producción agropecuaria. 


Reitero, planteo esto a modo de ejemplo. Este mismo estudio de DBO está hecho a nivel de 
fósforo y de los nitratos para analizar cuál era el comportamiento de contaminantes en cada una de 
esas pequeñas subcuencas o microcuencas. 


Con relación a lo que son las fuentes puntuales quiero mencionar el caso de las industrias. En 
la cuenca existen 52 industrias o fuentes industriales que son controladas por la Dinama. El sector 
frigorífico aparece como el más intensivo en cuanto a la contaminación puntual y representa el 30% del 
total de la carga industrial del DBO. De aquel 20%, la industria tiene el 30% de responsabilidad, 
particularmente la industria cárnica, como veremos a continuación. 22 de estas industrias representan 
el 96% del caudal de efluentes industriales que se vierten. Esto está cuantificado y lo tenemos 
identificado industria por industria. En materia orgánica, el vertido industrial corresponde al 3% del 
total. 


Estos datos están basados en cifras del año 2010, que fueron analizadas en 2011. 


¿Cuáles son las respuestas actualmente en curso? En primer lugar, quiero mencionar un tema 
que es bien importante y que deriva de la aplicación de la ley de Política Nacional de Aguas. Me refiero 
a la instalación del Consejo Regional del Río de la Plata que se instaló en 2012 y dentro del cual se 
localiza, evidentemente, la cuenca del río Santa Lucía, cuya Comisión de Cuenca -y este es un 
elemento muy importante a la fecha- se formalizó en marzo de 2013. Quiere decir que acaba de 
formalizarse la constitución de la Comisión de Cuenca de acuerdo con dicha ley de aguas. Esto ha sido 
responsabilidad de Dinagua y, si los señores Senadores desean hacer alguna pregunta específica, 
pueden realizársela al Director Nacional de Dinagua, aquí presente. 


Considero que esto es muy importante porque esta es la instancia de articulación para un 
asesoramiento amplio, con participación de los distintos actores involucrados en la cuenca. Aquí en la 
Comisión de Cuenca está planteada la participación de los municipios, de los gobiernos 
departamentales, de las fuerzas vivas productoras, de los productores rurales, organizaciones sociales 
y, por supuesto, de los organismos del Estado a nivel del Poder Ejecutivo que tienen responsabilidades 
específicas en lo que es la gestión de la cuenca. 


SEÑOR AGAZZI.- Revisando un poco, encuentro que hay una ley, la Ley N* 15.793 -Cuenca del Río 
Santa Lucía- aprobada el 20 de diciembre de 1985, es decir, hace veintiocho años, que creó la 
Comisión Honoraria para el Estudio del Aprovechamiento Integral de la Cuenca del Río Santa Lucía. 


A su vez, hay un decreto dictado durante el gobierno del doctor Lacalle, de 18 de diciembre 
de 1990, por el cual se crea la Comisión Honoraria para el Estudio del Aprovechamiento Integral del 
Río Santa Lucía. Por tanto, si bien se ve que es un problema reciente, me gustaría saber si tomaron los 
antecedentes de esas etapas o se los llevó el tiempo; si es así, tiraría las leyes que tengo guardadas 
sin mayor utilidad. 


SEÑOR RUCKS.- Tengo entendido que quienes estuvieron involucrados en este tema estudiaron los 
antecedentes, pero lo que sucede es que la ley genera una nueva propuesta institucional, con 
Consejos Regionales y Comisiones de Cuenca. Nosotros tenemos los antecedentes de la Dinama y de 
los trabajos realizados. Se realizaron estudios sobre la cuenca del río Santa Lucía hace muchísimos 
años y se elaboraron planes concretos, pero no puedo brindar información adicional al respecto -quizás 
lo pueda hacer alguno de mis compañeros- porque se me produce un corte histórico correspondiente al 
momento en que no estuve en el país. 


Volviendo al informe, otra medida importante es la de avanzar hacia un monitoreo integrado 
de calidad y cantidad de agua, elemento que es central en la nueva política de gestión de recursos 
hídricos, entendiendo que la calidad no está desvinculada de la cantidad y esta, a la vez, a veces 
depende de la calidad. Muchas veces sucede que el agua de buena calidad no está disponible por 
estar contaminada o, también, que los mayores caudales implican una mayor capacidad de dilución de 
contaminantes. Por lo tanto, lo que históricamente se manejaba en forma separada, se pasaría a hacer 
en forma integrada. Es a través del Plan Agua que tenemos la posibilidad de iniciar este monitoreo 
integrado de calidad y cantidad. 


Por otra parte, estamos trabajando en el control y mejora del desempeño industrial y de las 
fuentes de emisiones contaminantes. A partir de las conclusiones que se sacaron del proyecto JICA, se 
retroalimentaron las acciones y proyectos sobre la cuenca, en particular para atender tambos y 
feedlots. Quiere decir que se empezó a atender esa fuente de contaminación difusa. 


A través de la Comisión Asesora de Medio Ambiente se están realizando ajustes en los 
estándares de vertido en el cuerpo de agua que figuran en el Decreto N* 253 para adecuarlos a las 
condiciones y características del Uruguay. Se trata de un Decreto viejo que obedece a realidades 
sacadas, muchas veces, a nivel internacional. Un caso típico es el del fósforo cuyo estándar está fijado 
por el de los países desarrollados siendo que en la cuenca del plata -esto es Brasil, Argentina y 
Uruguay- los niveles en los cuerpos de agua son muchos más altos. Por tanto, debemos adecuar el 
estándar a una realidad regional, como ya lo hizo Brasil. 


También hemos elaborado un decreto sobre gestión de envases de agroquímicos que está a 
consideración del Poder Ejecutivo. Este decreto tiene que ver con el manejo ambientalmente seguro de 
los envases. Si bien hay algunos programas para concentrarlos y tratarlos, y orientaciones y recetas 
para su tratamiento, se dan situaciones de vertimiento de residuos y de agroquímicos a los cuerpos de 
agua y su acumulación en los rellenos sanitarios. Todo esto se pretende regular a través de este 
decreto, elaborado en el marco de la Ley de Envases que, en cierta medida, se basa en el principio de 
responsabilidades ampliadas de aquel que introduce los envases al país o los produce. 


Asimismo, estamos trabajando en la canalización de fondos propios y de la cooperación 
internacional para atender algunos problemas identificados en la cuenca, particularmente, para 
financiar los programas de producción limpia. Nosotros estamos trabajando en el Proyecto Freplata Il - 
que tiene carácter binacional- con Argentina y con financiamiento del Fondo de Medio Ambiente 
Mundial, que está trabajando en atacar fuentes de contaminación del Río de la Plata del lado argentino 
y uruguayo. Del lado uruguayo estamos trabajando, particularmente, en la cuenca del río Santa Lucía 
para impulsar, junto con los sectores industriales, con la industria frigorífica y del cuero, mejores 
prácticas o prácticas de producción limpia. 


También se están dando cursos de capacitación y diseñando proyectos para el reciclaje de las 
plantas, con el objetivo de llegar a una producción limpia y definiendo los costos de inversión en la 
búsqueda de fuentes de financiamiento para apoyar al sector privado en ese campo. 


Estamos trabajando con el Banco Mundial en un nuevo proyecto que acaba de aprobarse y se 
trata de una cooperación técnica para incentivar la producción limpia en tambos, en curtiembre y en la 
industria cárnica. Nuestra idea es concentrarlo en atención a la Cuenca del río Santa Lucía y, a partir 
de eso, poder dimensionar los costos de inversión del reciclaje para una producción limpia del sector 
industrial que tiene más incidencia en los problemas de vertimiento en el río. 


En cuanto a los programas actuales de control de la Dinama, aquí se presentan las industrias 
que están controladas, según sus distintos tipos, lo que permite tener una idea de dónde se concentran 
geográficamente. Esta información es importante porque muestra que en los últimos años hemos 
intensificado el trabajo en el vertimiento de efluentes de cincuenta y dos industrias en la cuenca del río 
Santa Lucía, lo que representa el 80% del caudal industrial vertido allí. Del 2008 a la fecha, el 50% de 
las mismas han sido intimadas por la Dinama, lo que quiere decir que han tenido alguna acción de 
intimación para el ajuste y mejoramiento de la producción, los vertimientos y los efluentes. 
Actualmente, a partir de estas medidas, se ha constatado un abatimiento de la carga orgánica vertida, 
mayor al 90%. En la gráfica se muestra lo que se ha logrado del 2008 al presente, a través del sistema 
de control de la Dinama, en lo que tiene que ver con el vertimiento de esas 52 industrias. Quiero decir 
que esto no se hace solo por el control sino porque ha habido un diálogo muy productivo con la 
Cámara de Industrias -ClU- existe un excelente entendimiento en el trabajo realizado a través de 
algunos proyectos como, por ejemplo, el mencionado proyecto del Fondo de Medio Ambiente Mundial. 
Esto nos ha permitido tener un diálogo directo con las industrias y trabajar junto a ellas para ir 
resolviendo los problemas. De todas maneras, quedan situaciones para revertir y, frente al deterioro de 
la Cuenca, también estamos considerando si no habría que establecer exigencias mayores para 
algunos parámetros -como en el caso del fósforo- en los vertimientos y de acuerdo a los estándares. 


Desde 2009, las industrias deben presentar en forma obligatoria Informes Ambientales de 
Operación, los lAO, que les imponen revisar sus procedimientos y comportamientos ambientales de 
acuerdo a parámetros fijados por la Dinama. Todo esto, junto a las inspecciones que realiza la 
Dirección, permite un mejor seguimiento del desempeño ambiental. 


En el estudio piloto que se hizo en el año 2010 a la industria frigorífica -anteriormente hice 
referencia a él- se trabajó junto a la Cámara de la Industria Frigorífica, la Asociación de Frigoríficos y el 
INAC y se realizaron análisis de los efluentes frigoríficos y se estudiaron ocho industrias de la Cuenca. 
A partir del 2009 se prohibió a la industria láctea el vertido de suero crudo; esta fue otra medida 
importante, que involucró a tres plantas de Conaprole que están instaladas allí. 


Otro aspecto importante a destacar es que a través del programa de producción más limpia en 
curtiembres, que se elaboró con Freplata ll, se logró la participación de dos curtiembres ubicadas en la 


Cuenca y se elaboraron proyectos específicos para ejecutar durante este año. 


En esta diapositiva se puede observar la presencia de tambos y feed lots en la Cuenca. Como 
podrán ver, los puntos de color corresponden a una clasificación que se hizo según la dimensión por el 
número de cabezas de ganado, fundamentalmente vacas. Allí también se ubica la planta de toma de 
agua de Aguas Corrientes, lo que permite tener una idea geográfica de cómo se distribuye la situación 
ambiental de la Cuenca en relación al tema de los tambos. 


Ahora van a aparecer los números. Hay ya diez establecimientos de engorde a corral bajo 
tratamiento y hay tres que todavía están fuera de control. 


La producción agropecuaria no ha sido controlada por la Dinama y este es otro aspecto 
importante. Tradicionalmente, la Dinama se concentró en la industria, en el sector de saneamiento y 
básicamente sobre fuentes puntuales, no sobre fuentes difusas. A partir de los estudios que se venían 
haciendo se constata la necesidad de empezar a controlar los distintos tipos de fuentes contaminantes 
más importantes a nivel agropecuario. Ante el avance de la cría de ganado intensivo, en el año 2010 se 
promulgó un decreto para la habilitación de establecimientos de engorde a corral con destino a faena. 
Asimismo, se definen los criterios ambientales mínimos para la instalación, diseño y operación de estos 
establecimientos. 


Está en proceso la elaboración de una guía de buenas prácticas con aportes del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, del INIA y de Aupcin. Aquí se está trabajando, justamente, con la idea 
de hacerlo en acuerdo con los sectores de productores, en lo que son las condiciones ambientales a 
exigir. Esto ha generado ya un registro de engorde a corral a nivel nacional en la Dinama pero, 
evidentemente, en este caso hemos puesto atención a los temas en la cuenca del río Santa Lucía. 


Se hace un registro para todos los establecimientos de más de 500 bovinos; actualmente se 
registran -como dije hace un momento- 13 establecimientos de engorde a corral con 27.500 bovinos y 
10 de ellos cuentan ya con algún sistema de tratamiento de efluentes. 


En relación con los tambos, diremos lo siguiente. En la cuenca se contabilizan 1.200 tambos, 
180.000 vacas y aquí se trabaja junto a CONAPROLE, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
la Universidad de la República y las gremiales del sector. Se realizó un diagnóstico y se elaboraron 
estrategias, particularmente, una guía de buenas prácticas ambientales para tambos. Desde el año 
2012 se conformó un grupo de coordinación entre el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, el 
INIA, el Inale y nosotros, con el fin de formalizar las autorizaciones y los controles ambientales a los 
tambos. A la fecha, para tambos de todo el país, se ha consensuado que al final del tratamiento 
deberán cumplir con los estándares de vertido o infiltración al terreno, en particular, los parámetros de 
DBO, aceites y grasas, sólidos totales, fósforo total, nitrógeno amoniacal y coliformes fecales. Esto es 
para todos los tambos del país y, por lo tanto, también aplica para el caso de tambos en el río Santa 
Lucía. Deberán aplicar criterios ambientales mínimos acordados para los establecimientos lecheros. La 
autorización y control de los tambos se realizará de la siguiente forma: aquellos con mayor capacidad, 
es decir, con más de 500 vacas, deberán realizar ante la Dinama la solicitud de autorización de 
desagúe; los de menos de 500 vacas tendrán que llenar un formulario que deberán presentar en 
servicios ganaderos, en el que se incluyen aspectos ambientales que han sido incorporados por 
nuestra propuesta y con información sobre la planta de tratamiento de efluentes. Estos van a estar 
disponibles en la Dinama para control; va a haber un control indirecto a través de estos y directo en el 
caso de que se identifiquen situaciones anómalas. Todos los tambos van a estar sujetos a control por 
parte de la Dinama. 


Del análisis realizado se desprende que se requieren dos tipos de medidas. Esta sería una 
conclusión de todo este diagnóstico general. Cuando aparece el tema del agua potable, nosotros 
entendemos que hay dos niveles de acción: uno que corresponde directamente a lo que es la gestión 
integral de la cuenca desde el punto de vista de la gestión ambiental, para asegurar la gestión 
integrada a los recursos hídricos de la cuenca y el otro, que corresponde a OSE, para asegurar el 
tratamiento de agua potable. Sobre este tema, Ose ya hizo su presentación sobre cómo enfoca los 
temas del agua potable; nosotros nos vamos a referir en particular a lo que es la situación y nuestra 


propuesta en el manejo y gestión de la cuenca, es decir, la producción de agua bruta en la cuenca del 
Santa Lucía. 


¿Cuál es el plan de acción para la producción de calidad ambiental y la disponibilidad de las 
fuentes de agua potable que estamos proponiendo? En este tema, queremos ser claros y cuidadosos 
respecto al objetivo que presentamos. En primer lugar, pretendemos formular y ejecutar las acciones 
principales para controlar, detener y revertir el proceso de deterioro de la calidad de agua de la cuenca 
hidrográfica del río Santa Lucía y asegurar su calidad y cantidad para el uso sustentable, como el 
abastecimiento de agua potable. Es decir que entendemos que el fin último de la cuenca del río Santa 
Lucía es el agua potable, lo que está de acuerdo con lo que establece la ley. 


Respecto al marco de acción, se determinan dos zonas, tomando la localización de las 
principales tomas de OSE para el área metropolitana y ciudades importantes ubicadas en la cuenca. 
Quiere decir que se hace una zonificación de la cuenca en la que se propone una zona (A), que es 
aquella que corresponde al río Santa Lucía aguas arriba de la confluencia con el río San José. Por lo 
tanto, incluye básicamente al río Santa Lucía Chico, al arroyo Chico, al río San José, a los arroyos 
Canelón Grande y Canelón Chico, aunque también están allí otros afluentes, como el arroyo Cufré y 
otros que están más arriba. Esa sería la zona de abastecimiento de agua bruta a fuentes de agua 
potable de OSE. Por otro lado, hay una zona (B) que se caracteriza por un uso preponderante de 
conservación de flora y fauna hídrica. Quiere decir que en este caso hay mantenimiento de calidad 
para asegurar la vida de ecosistemas acuáticos. Esta es la zona del río Santa Lucía que va desde la 
confluencia del río San José hasta la desembocadura del Río de la Plata. 


Como los señores Senadores podrán ver en las imágenes, hay una amplia zona que es la (A) 
y una más restringida, que es la (B), que tiene problemas particulares, sobre todo en las cuencas más 
urbanizadas de Las Piedras y el arroyo Colorado. 


A partir de esto, se definen las medidas de control para la degradación ambiental de la 
cuenca, que refiere a algunas de las problemáticas que hemos identificado. Tal es el caso de la falta de 
áreas de protección de los cuerpos de agua, es decir, el tema de los cultivos hasta los bordes del agua, 
sin protección. Uno sabe que a través de la erosión, las partículas del suelo transportan el nutriente 
que, al final, va a dar al agua. Por lo tanto, las zonas bajas, de protección de los cuerpos de agua, 
pasan a ser elementos de retención fundamentales para evitar que los nutrientes lleguen hasta los 
cuerpos de agua. Si uno viaja a través de la cuenca, se pueden ver estas cosas. En ese sentido, los 
bosques nativos, los bosques galería alrededor de los cuerpos de agua son elementos importantes que 
hay que favorecer. 


Por otro lado, el plan propone 11 medidas, de las cuales 10 son específicas y, además, hay 
un ámbito de trabajo que debe tenerse en cuenta para su ejecución. La primera medida que se 
propone es la implementación de un programa sectorial de mejora del cumplimiento ambiental de 
vertimientos de origen industrial en toda la cuenca hidrográfica del río Santa Lucía y exige la reducción 
del nivel de DBO, nitrógeno y fósforo. Esto está planteado a nivel del plan y se ha hecho muchísimo a 
nivel de las industrias. No obstante, todavía hay espacio para seguir trabajando con la industria y hay 
situaciones que pueden estar vinculadas a las modificaciones de acuerdo con las necesidades de vida 
de los cuerpos de agua, y a ajustes en los parámetros sobre los estándares de vertimiento, que pueden 
dar lugar a cambios en las exigencias. 


El objetivo es aplicar en toda la cuenca del río Santa Lucía -tanto en la zona (A) como en la 
(B) respecto a todas las industrias que existen allí- plazos diferenciados de las medidas según las 
capacidades industriales y por el aporte de carga contaminante que esas industrias tienen sobre el río. 
Se dan plazos diferenciados -que figuran en la diapositiva; no los voy a leer- y sobre esa base se 
establecen cuáles son aquellos fundamentos de la ley que nos permiten decir que tenemos el marco de 
acción por lo menos básico -aunque después haya que desarrollar una normativa- para tomar las 
medidas que se están proponiendo. La idea es diferenciar los plazos para presentar proyectos y para 
su ejecución, de acuerdo a los niveles de contaminantes que aporta la industria y a sus dimensiones 
relativas. 


Hay una clasificación de las industrias, que están priorizadas según su tipo. Las prioritarias 
son las que están vinculadas a lo que ya mencionamos, como la cárnica, la del cuero y la láctea. 
Figuran otras industrias, ya de menores dimensiones, también del mismo tipo y carácter, pero que 
aportan menores cargas en la cuenca. 


Toda la industria que tenemos controlada en la cuenca del río Santa Lucía se ha clasificado 
según las prioridades y de acuerdo a cómo se aplicaría esa medida N' 1 al sector industrial. 


En la medida N* 2, se plantea la implementación de un programa sectorial que mejore el 
cumplimiento ambiental de los vertimientos de origen doméstico. Esto se ha vinculado 
fundamentalmente a saneamiento en toda la cuenca -tanto en la zona (A) como (B)- y exigir la 
reducción del nivel de nitrógeno y fósforo, porque muchas plantas de las ciudades tienen tratamientos 
primarios y secundarios. Quiere decir, que hay eliminación de materia orgánica, pero no de nitrógeno y 
fósforo, o sea que no tienen tratamiento terciario. Entonces, lo que propone esta medida es incorporar 
el tratamiento terciario en algunas plantas críticas, justamente porque están aguas arriba de la toma de 
agua, como sucede con las ciudades de Fray Marcos, San Ramón y Santa Lucía. Esto estaría incluido 
con plazos determinados para la presentación de los proyectos y para su ejecución. 


Como mencioné, allí se indican las bases sobre las cuales se toman estas medidas y 
quiénes son responsables. En este caso, se le asigna a nuestro Ministerio la responsabilidad de 
realizar el seguimiento de ese tema. 


Figuran en la presente diapositiva las ciudades y los aportes según la carga vertida por la 
población para tener una idea de la dimensión y del problema. La idea no es que solamente se atienda 
a esas tres ciudades, sino que en lo posible -luego lo veremos en las recomendaciones finales- se 
atienda el tema de saneamiento en términos más integrales de la cuenca. Por lo menos, en este plan 
proponemos lo que es posible. 


En la medida N* 3 proponemos declarar como zona prioritaria y sensible la cuenca 
hidrográfica declarada zona (A) -es decir, la parte de abastecimiento de agua bruta para agua potable- 
y exigir en forma obligatoria a todos los padrones rurales ubicados en dicha cuenca, el control de la 
aplicación de nutrientes y plaguicidas juntamente con la presentación de los planes de uso, manejo y 
conservación de suelos ante el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Estos planes -como 
saben los señores Senadores- se han establecido por ley y son obligatorios. Acá se busca aplicarlos en 
la cuenca con una característica particular por la situación específica: exigir fertilizar en base a análisis 
de suelo para alcanzar y mantener la concentración por debajo de 31 partes por millón de fósforo 
Bray 1, que es una metodología de determinación. Esta cifra surge de la información proveniente de los 
grados más altos de la Universidad, que es útil de acuerdo a las capacidades de asimilación de fósforo 
de los distintos cultivos en la cuenca -digamos- normales. Lo que se ponga demás, sería excesivo. 
Normalmente, hay una tendencia por parte de los productores a poner fósforo con mucha mayor 
concentración, que al final va a parar a los cuerpos de agua. De manera que como el fósforo es uno 
de los temas centrales y más generalizados, la idea es tener algún mecanismo de control en lo que 
refiere a su aplicación. 


Pero, además, los planes de uso, manejo y conservación del suelo son fundamentales por el 
tema de la erosión y por lo que hablamos con relación al transporte y seguimiento a través, 
precisamente, de la erosión, es decir cómo, a partir de los sedimentos, se transportan también los 
nutrientes al agua. 


Aquí hay una responsabilidad de coordinación y de trabajo de nuestro Ministerio, pero 
evidentemente, la responsabilidad es del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca que, de acuerdo 
a la ley, es el que tiene competencia para actuar en este campo. 


La medida N* 4 consiste en suspender, en la cuenca hidrográfica declarada Zona (A) -zona 
alta- la instalación de nuevos emprendimientos de engorde de ganado a corral -feed lots- u otras 
prácticas de encierre permanente de ganado a corral, a cielo abierto, así como la ampliación de las 
existentes. La suspensión operaría hasta que se dicte la nueva reglamentación de la actividad. 


Esto tiende a analizar, en particular, el impacto de los feed lots en la cuenca, que se 
evidencian con problemas varios desde el punto de vista de los controles que se han hecho a los 
establecimientos existentes. Hay una idea de estudiar en profundidad el tema y analizar, finalmente, la 
solución a esta suspensión que se generaría a partir de la medida. 


También aquí aparecen las bases legales y las responsabilidades según lo que es la 
coordinación, pero fundamentalmente a partir de lo que es la responsabilidad del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


La medida N* 5 consiste en exigir el tratamiento y manejo obligatorio de efluentes a todos los 
tambos ubicados en la cuenca hidrográfica del río Santa Lucía. Esta es una actividad que ya está en 
curso; se está trabajando con los tamberos, con el Inale y con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y puedo decir que ya hay muchos tambos que han incorporado un tratamiento secundario. 
También hay muchos proyectos y, en particular, uno muy importante del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, para lo que es el tratamiento de temas ambientales en tambos, con financiamiento 
del Banco Mundial para pequeños y medianos productores. Digamos que esto tendrá un impacto y, 
evidentemente, va a ayudar también a que todo esto se pueda hacer realidad. 


Aquí hay una diferenciación de plazos y tiempos, según la dimensión del tambo. Se toma 
como base las 500 cabezas de ganado -hacia arriba y hacia abajo- como elemento de corte y se dan 
plazos mayores a los tambos menores para presentar proyectos y resolver los problemas. 


La medida N* 6 es implementar una solución definitiva al manejo y disposición de los lodos 
de la planta de tratamiento de agua potable de OSE de Aguas Corrientes. El objetivo es tener una 
definición de proyecto ejecutivo para abril de 2014 y la obra finalizada en diciembre de 2015. Esto fue 
comunicado por OSE en su informe y creímos importante incluir estos aspectos dentro de una de las 
medidas, a la vez que declarar un cronograma de tiempos en los cuales esto estaría exigiéndose. 


Por otro lado, a nivel nacional y a partir del control ambiental de la Dinama, se está exigiendo 
a OSE el mejoramiento del tratamiento de los lodos en todas las plantas a nivel nacional, o sea que 
esto es una política nacional pero también se está planteando en el caso concreto de un tema que, 
como había dicho el señor Presidente de OSE, es histórico, ya que desde que se creó Aguas 
Corrientes se vierten los lodos aguas abajo. 


SEÑOR VIERA.- Simplemente, quiero saber si hay plazos para la ejecución de estas medidas; de 
pronto, esto se detallaría después. En el caso de los lodos, que es un tema bastante antiguo, me 
gustaría saber en qué plazos se estima que estará pronta la solución. 


SEÑOR RUCKS.- Nosotros manejamos la información de OSE, que fue la que brindó su Presidente en 
esta misma Comisión, en la reunión pasada. 


Los plazos se establecieron según lo que se analizó, de acuerdo al proyecto que ellos tienen 
y que ya está en curso. Ya se diseñaron los términos de referencia y se está haciendo el llamado a 
licitación para la adjudicación de lo que sería un estudio para la disposición final de los lodos de Aguas 
Corrientes. En definitiva, los plazos que se están estableciendo aquí son, para el proyecto ejecutivo, 
abril de 2014 y para la obra finalizada, diciembre de 2015. 


La medida N? 7, refiere a la prohibición del acceso directo del ganado a abrevar en los cursos 
de agua y a la construcción de un perímetro de restricción en el entorno de los embalses de Paso 
Severino, Canelón Grande y San Francisco. El acceso al agua se realizará en forma indirecta 
mediante tomas de agua. 


Por supuesto, la instrumentación de esta medida requiere de inversiones. Somos 
conscientes de que este es un tema difícil de abordar porque, de acuerdo a todos los informes 
técnicos, la concentración de ganado que va a abrevar a los arroyos es el momento en que más se 
incrementa la contaminación directa e inmediata de los cuerpos de agua. Por eso, sería muy 
importante poder evitarlo. Pero, como dije antes, se requiere de inversiones y la aplicación de una 


política que, por cierto, ya está implementando el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca con los 
abrevaderos de ganado. Evidentemente, se deberá hacer un esfuerzo extraordinario y lograr un 
entendimiento con los productores para que tomen conciencia de este tema, porque en definitiva es un 
problema masivo. Reitero, entonces, que para su resolución se va a requerir un esfuerzo adicional. 


En síntesis, este problema involucra a OSE, a nuestro Ministerio, al de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y al de Transporte y Obras Públicas porque, por ejemplo, Canelón Grande es una 
presa que maneja la Dirección Nacional de Hidrografía. En este caso, el cercado ya está hecho, pero 
es habitual que lo rompan o lo corten. Por eso, es necesario buscar un mecanismo para asegurar que 
ese problema se resuelva. En los otros casos, no existen y hay que construirlos. 


La medida N' 8, tiene que ver con la instalación de una zona de amortiguamiento, conocida 
como buffer, en cuenca hidrográfica declarada Zona (A), sin laboreo de la tierra ni uso de 
agroquímicos, para la conservación o restitución del monte ribereño, como forma de restablecer la 
condición hidromorfológica del río en una franja de 40 metros a ambas márgenes en los cursos 
principales -en los casos del río Santa Lucía o río San José- de 20 metros en los afluentes de primer 
orden -como por ejemplo el arroyo Canelón Grande- y de 100 metros, para el caso de los embalses. 
Esta es una medida que no existe en la legislación nacional. En realidad, hay leyes, diría, parciales, 
que refieren por ejemplo, a las distancias para la fumigación aérea en cultivos o a la protección del 
monte indígena que no puede ser talado, pero ninguna atiende al objetivo de la protección de los 
cuerpos de agua. Por lo tanto, hay una serie de aspectos y factores que no son incorporados. Esta 
medida daría la posibilidad de manejar en forma integral este tema a nivel de la cuenca y la 
responsabilidad de su aplicación sería de nuestro Ministerio, mediante el proceso de ordenamiento 
territorial que se hace junto con las Intendencias. 


En fin, lo que se busca en este caso es el escurrimiento superficial con aportes de nutrientes, 
evitar la erosión y recomponer las márgenes de los cursos. 


En la siguiente diapositiva, simplemente se muestra la importancia de los montes ribereños. 


La medida N” 9, refiere a la intimación de los responsables de extracciones de aguas 
superficiales y subterráneas de la cuenca declarada como Zona (A) que carezcan del respectivo 
permiso, a que lo soliciten en un plazo máximo de seis meses. Con esta medida se busca regularizar 
estas situaciones -sabemos que algunas de ellas escapan a los registros- para poder hacer un balance 
hídrico de calidad y cantidad. Para ello, evidentemente, es necesario controlar los permisos y esta 
medida, diría, tiende a actualizar el catastro de tomas y vertimientos. 


La medida N* 10, propone declarar reserva de agua potable la cuenca hidrográfica del arroyo 
Casupá, en virtud de que OSE ha planteado la posibilidad de que la cuenca de este arroyo sea de 
abastecimiento, con una presa prediseñada y calculada. Esta medida, básicamente, implica una 
disposición administrativa de la Dinagua, que de hecho ya se ha tomado. Esta es la zona mejor 
conservada de la cuenca, por ello resulta importante mantenerla para el abastecimiento de agua 
potable. 


La medida N* 11 tiene un carácter diferente porque, en el fondo, reconoce que este programa 
tiene una base de asistencia y asesoramiento a nivel de la Comisión de Cuenca del río Santa Lucía. De 
modo que estas medidas serán presentadas en ese ámbito y se contará con el asesoramiento de los 
distintos integrantes, lo que puede ser un factor de articulación importante para la aceptación e 
implementación de las medidas. 


Esto se complementa con una serie de medidas más generales y de más largo plazo que 
suponen reconocer que existe un plan agua, a nivel nacional, que está desarrollando un monitoreo y 
evaluación de la calidad y cantidad de agua en forma integrada, en el que participa nuestro Ministerio, 
OSE y la UdelaR, y donde se está haciendo énfasis en las cargas orgánicas, de nutrientes y 
plaguicidas. A su vez, se apunta a la actualización, relevamiento y determinación de las fuentes de 
contaminación puntuales y difusas en la cuenca, manteniendo esta base de datos actualizada. 
También se pretende propiciar en toda la cuenta del río Santa Lucía la limitación de fitosanitarios 


mediante vuelo aéreo, lo que ya ha hecho la Intendencia de Canelones. Entendemos que se trata de 
una medida recomendable aunque, en principio, no la podemos imponer, pero el tema lo podemos 
tratar con los distintos actores que están involucrados. 


Otra medida sería coordinar con OSE la priorización de la cuenca del río Santa Lucía en la 
definición de inversiones en saneamiento. Hay un plan de saneamiento, por lo que se debería analizar 
qué posibilidades existen de atender algunas áreas que no tienen saneamiento o tienen carencias. 
Otro objetivo sería coordinar la prioridad de las inversiones en el caso de nuestro Ministerio, de las 
Intendencias y de la OPP en una disposición ambientalmente segura de los residuos sólidos 
domésticos de la cuenca, que es otro de los temas que veíamos que tiene incidencia en la calidad del 
agua. 


Esta sería nuestra exposición y les agradezco la atención dispensada 


SEÑOR HEBER.- Entiendo que este informe lo podremos estudiar mejor si nos lo dejan. De ese modo, 
analizaremos las medidas que se están tomando que, al parecer, todas van en la dirección correcta. A 
veces, como legisladores tenemos dudas y hablo de “dudas” porque me considero muy ignorante -no 
sé los demás- en cuanto a lo que son las medidas a adoptar para conservar el medio ambiente, y por 
ello confío en el asesoramiento de los técnicos. 


Viendo la realidad, lo que ocurre es que vemos un planteo en PowerPoint ahora, o en el 
papel antes, que está muy bien, pero que luego es bastante difícil de llevarlo a la práctica y concretarlo. 
A veces, a pesar de tener las mejores intenciones nos encontramos con escollos que llevan a que haya 
que ir modificando los planes y adecuándolos a una realidad. 


Por mi parte confío en las inspecciones que, de alguna manera, muestren quien está haciendo 
daño por excesiva utilización de fertilizantes y agroquímicos. Sin embargo, quizás no haya en el 
Ministerio, ni en la Dirección de Medio Ambiente, personal adecuado para hacer una inspección eficaz, 
porque es mucho lo que hay que inspeccionar. Esta es una función esencial del Estado y solo él la 
puede cumplir, pero no sabemos si cuenta con los recursos humanos suficientes como para poder 
realizar una inspección acabada, sobre todo, teniendo en cuenta -y es algo que me sorprendió mucho- 
que el 80% de la contaminación de la cuenca del río Santa Lucía proviene de factores difusos y no 
puntuales. Por tanto, si es difuso, es difusa la inspección y, entonces, es difícil establecer qué productor 
cumple con los parámetros y quién no. Por eso quisiera saber si cuentan con recursos humanos 
necesarios para realizar esta tarea que entiendo que es prioritaria en la cuenca del río Santa Lucía y 
que la OSE debería priorizar porque de ahí saca el agua potable para abastecer, ni más ni menos, que 
las zonas urbanas de Canelones y Montevideo básicamente. Por eso considero que no puede haber 
dos opiniones en cuanto a la prioridad de la cuenca del río Santa Lucía. 


Hace unos días planteaba la necesidad de saneamiento en pueblos, villas y localidades del 
interior. Sin duda, todos queremos esas mejoras. Pero la cuenca del río Santa Lucía tiene que estar en 
primer lugar. Por tanto, si bien no es el factor determinante de la contaminación del río Santa Lucía, 
quisiera saber si debemos contribuir de alguna manera para que la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente puedan tener más 
recursos humanos; incluso contratar gente que pueda cumplir esta misión, aunque no pertenezca a los 
cuadros funcionales del Estado, y de esta manera lograr una inspección adecuada para saber quiénes, 
en definitiva, están infringiendo las normas. 


Veo en toda esta instancia -y termino de hacer el razonamiento o la reflexión en voz alta- que 
se quiere convencer a los productores y que no es fácil hacerles ver la necesidad de cambiar viejas 
prácticas. En este sentido, me parece que tienen que cambiar porque está comprobado que el exceso 
de fertilizantes, de fósforo y de agroquímicos está generando la contaminación de nuestro principal río, 
además de lo relacionado con los cuarenta metros que se mencionaban y los cien metros en el caso de 
que sean reservas de agua. En definitiva, las medidas que ustedes mencionaban que es necesario 
tomar, tienen que aplicarse ya. Me parece que hay un límite en esto. 


Estoy vinculado a muchos productores rurales y creo en la producción agropecuaria -como 
todos en el país deben hacerlo- pero no se puede generar esta contaminación que, de alguna manera, 
está determinando la destrucción de nuestra principal fuente de agua potable. Reitero, creo que son 
medidas que hay que tomar. 


El director Rucks mencionó varias veces que hay áreas que son de competencia del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, y otras de competencia de OSE. Yo sé cómo funciona 
lamentablemente esto y que no es un problema del color político de quien gobierna sino, a veces, de 
las “chacras” que existen en el Estado en relación a lo que le compete a cada uno. Me parece que la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, tendría que tener una jerarquía mayor frente a otras reparticiones que en el Estado tendrán 
su razón de ser para otras funciones, pero no para la conservación del agua potable y la cuenca del río 
Santa Lucía. 


Quiero hacer estas reflexiones porque siento ansiedad por decirlas. 


SEÑOR VIERA.- Sin duda, este plan de acción y medidas complementarias que ha presentado el 
director Rucks ya las habíamos leído en la prensa, pero ahora están un poquito más explicadas. 


Me parecen bien, no podemos estar en contra de ellas. Me alegro que se estén planteando y 
adoptando. Obviamente, vamos a pedirle que nos deje una copia de esta presentación. 
Probablemente, con el correr del tiempo tengamos que ir haciendo algunas preguntas porque digerir de 
golpe todo esto no es fácil. 


Creo que estas cosas tienen que ser, claramente, políticas de Estado. Obviamente, estamos 
dispuestos a ello; no tengan dudas. No los invitamos para que vinieran para tirar piedras o poner palos 
en la rueda, todo lo contrario. Estamos preocupados, de la misma forma en que deben estarlo todos los 
uruguayos y sé que ustedes también. 


Sin dudas, el señor Senador Heber planteó el gran problema que tenemos en el Uruguay 
desde siempre, que no es la Dinama, ni el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, sino el de los controles. En Uruguay se controla mal o no se controla y esto sucede por 
distintas razones, como la falta de recursos y no solamente por omisión o negligencia. Al mismo tiempo 
se observa que en este plan hay medidas que son ambiciosas y muy difíciles de controlar. Inclusive, 
creo que el Parlamento debería legislar, con la mayor diligencia posible, para dar soporte legal a las 
medidas -como multas, etcétera- que se deberán tomar si se hacen los controles correspondientes. 
Ahora bien, creo que para realizar ese control se debería utilizar el recurso de los Gobiernos 
Departamentales, de lo que no escuché hablar y considero importante. Esta es una cuenca que 
integra cinco departamentos. Muchas veces las medidas departamentales y las nacionales se 
superponen siendo que hay recursos que se pueden aprovechar. En Rivera nosotros fijamos la 
disposición final de los residuos agroquímicos, que sigue existiendo, pero el tema radica en hacer que 
lleguen allí, porque sabemos que para muchos es más fácil tirar los tarros por una cañada que 
estoquearlos y cargarlos para su disposición final. Por tanto, creo que es importante la conjunción de 
los esfuerzos públicos y los Gobiernos Departamentales que están en el territorio porque creo que 
pueden ser de valiosa colaboración. 


Otro tema que no figuraba en la agenda de hoy pero quiero dejar planteado es el de las otras 
cuencas. Si bien hoy debemos ocuparnos de la cuenca del río Santa Lucía por la cantidad de 
ciudadanos que son afectados por el tema del agua, me gustaría saber qué ocurre con las otras 
cuencas, como la del Río Negro, la del Río Uruguay, la de la Laguna del Cisne, que sabemos que está 
seriamente comprometida, y la del Sauce, que es tan importante para Maldonado. También me 
gustaría conocer la opinión de ustedes sobre las aguas subterráneas. Nosotros tenemos algunos 
acuíferos muy importantes, y ni qué hablar del acuífero Guaraní, del que somos corresponsables 
porque no es solo nuestro. El departamento de Rivera que está asentado arriba del afloramiento, esto 
es, de una zona de recarga, no tiene una cobertura de saneamiento total por lo que lo estamos 
contaminando. Por otra parte, pregunto qué pasa con Raigón, que en el futuro tal vez sea importante 
para el sistema de Montevideo que no va a poder seguir abasteciendo a más de medio Uruguay y 


estratégicamente tampoco es aconsejable. Como dije, sé que el tema a consideración es otro pero 
quería dejar planteada nuestra preocupación con respecto a las otras cuencas. 


Por otra parte, como la sesión pasada fue muy larga, no nos dio el tiempo de incorporar el 
tema de los planes de saneamiento. Ahora, reitero, la prioridad es la cuenca del río Santa Lucía, pero 
creo que ese debería ser un tema de política de Estado y quizás hasta se podría pensar en recursos 
extrapresupuestales. Quienes conocemos la OSE sabemos que con sus recursos no puede cumplir 
con esa misión tan importante que, además, excede la función de una empresa. Este es un tema 
medio ambiental, de sanidad y nacional y realmente al ritmo que va, OSE no va a poder continuar 
haciendo todo lo que se le exige. Tal vez llegó la hora de pensar en que así como hay que sostener o 
subsidiar a alguna empresa deficitaria, quizás también habría que invertir recursos presupuestales 
nacionales en saneamiento. 


SEÑOR AGAZZI.- Había apuntado una cantidad de cosas que quería preguntar sobre el plan de 
preservación de la cuenca del río Santa Lucía, pero a medida que se fue explicando el tema, las fui 
tachando. Me satisface la seriedad de análisis que se ha hecho. En realidad, en los últimos años ha 
habido publicaciones muy buenas y si bien este es un ambiente eminentemente político esto es 
absolutamente despartidizado. Lo cierto es que la gravedad con que todo esto se ha ido profundizado 
hizo que cualquiera que estuviera a cargo de las responsabilidades que tiene la Dinama u OSE, tuviera 
que mirar con cuidado la cuenca del río Santa Lucía porque, de otra forma, los problemas nos pegan 
en la cabeza y eso es lo que ha venido sucediendo. En ese sentido, pienso que la respuesta es muy 
buena pero me queda una interrogante respecto al plan de trabajo. ¿Qué tiene que hacer OSE, qué las 
Intendencias Municipales, qué Dinama y qué los ciudadanos que están en la cuenca? Así como la 
situación se desmejoró con la participación de todos ahora también hay que revertirlo para mejorarlo. 
Frente al plan de trabajo que presenta la Dinama se corre el riesgo de pensar que esta Dirección tiene 
que arreglar todo y lo cierto es que legalmente eso no le compete. Entonces, ¿a quién le compete y 
cómo se hace un plan de trabajo? Aclaro que no estoy hablando de la fijación de metas deseables sino 
de un plan de trabajo concreto -esto es lo que mencionaba el señor Senador Heber- y de establecer 
claramente qué tiene que hacer cada uno. En ese sentido entiendo que hay algunas cosas que están 
bien planteadas, pero que hoy constituyen un problema. 


En primer lugar, a partir de todo esto se concluye que el fósforo es un problema aunque 
siempre estuvimos tristes porque en el Uruguay nos faltaba. Ahora estamos preocupados porque está 
sobrando fósforo y eso está generando inconvenientes. Entonces, los planes de uso y manejo de suelo 
son obligatorios para el invierno y el verano para todos los agricultores que planten más de cien 
hectáreas. Lo cierto es que en esta cuenca hay muy pocos que planten más de esa cantidad, la 
mayoría son productores más chicos. 


Por otro lado, en general, he oído mucho en la prensa -no sé por qué- que se está culpando a 
la agricultura de los altos niveles de fósforo cuando, en realidad, en la cuenca del río Santa Lucía lo 
que predomina es mucho ganado, ganado lechero, cerdos y fruticultura. Es una zona donde hay 
producciones intensivas que usan muchos fertilizantes y si solamente se va a vigilar la aplicación de 
fósforo en la agricultura extensiva, me parece que no va a cambiar mucho la situación porque las otras 
producciones son más importantes. Esto no es responsabilidad de la Dinama, pero se trata de una 
situación concreta que hoy se está planteando porque la exigencia de presentar plantes de producción 
es reciente y, además, va a ser evaluada. Creo que en estas cuestiones una cosa es lo que uno se 
plantea como deseable y otra lo que realmente puede lograr. 


Quizás en este tema el problema grave sean las fuentes de fósforo. En el Uruguay 
tradicionalmente se usaba fósforo poco soluble porque se comenzó a usar para las praderas, y hoy se 
utiliza mucha cantidad de fósforo muy soluble, fosfato, que rápidamente se va con el agua. Soy 
consciente de que esa es una responsabilidad concreta del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y que hay que tener en cuenta, además de la cantidad, la calidad de la fuente porque estamos 
pensando en proteger un sistema frágil vinculado a este millón de hectáreas. 


El Ministerio tiene una experiencia muy linda en el tratamiento de efluentes de los tambos - 
que lo hizo todo el grupo del ingeniero Alfredo Bruno en el período pasado- en base a estímulos 
adecuados. Los efluentes de los tambos son un problema para el tambero, y no sólo en relación a la 


contaminación, sino que también rompen todo el suelo, al local de ordeñe hay que lavarlo todos los 
días, queda todo hecho un barrial, tienen problemas sanitarios con las ubres de las vacas, etcétera. 
Todo esto representa un problema muy grave para la lechería. Personalmente tengo mucha confianza 
en que eso camine si se encuentran los estímulos adecuados para manejar los efluentes. 


Aquí hay un asunto que hay que pensar. Quien produce leche, cultivos o lo que sea, afecta el 
ambiente y ¿quién se hace cargo del mantenimiento del ambiente? ¿La Dinama? En Europa se está 
aplicando lo siguiente: que se haga cargo de la degradación ambiental el que la provoca. Por ejemplo, 
en Nueva Zelanda, el litro de leche incluye el costo ambiental. Creo que estos son aspectos que 
debemos analizar y lo digo para que pensemos en el tema porque, de lo contrario, yo produzco lo que 
sea y después otro se hace cargo. Entiendo que este debe ser un mecanismo social y como tal se 
debe aplicar. 


Creo que además de lo que debe hacer cada una de las instituciones, habría que encontrar 
una manera concreta de que quienes viven en la cuenca no oigan hablar de esto de vez en cuando, 
sino que tengan el tema sobre la mesa todos los días. Sé que ello requiere trabajo y gente, que es un 
poco lo que planteaba el señor Senador Heber. Pero me parece que esto es esencial, teniendo en 
cuenta que este es un país que tiene tanta facilidad para contar con redes de gente comunicada en un 
espacio bastante pequeño, como es ese millón de hectáreas. 


Después vienen otros temas que tienen que ver con que, a pesar de todo, esta cuenca va a 
aguantar hasta cierto punto. Pero, en todo caso, ello no es responsabilidad de ustedes, aunque hay 
que ir previendo para cuidar todo esto. 


Estas son algunas consideraciones que quería hacer, y esperamos que nos digan algo al 
respecto. 


SEÑOR MINISTRO..- Antes que nada quiero decir que nos complacen las posturas señaladas. 


Efectivamente, o generamos políticas de Estado, o estamos liquidados. Pero esto debemos 
hacerlo desde la base misma. 


Aquí hay dos temas a considerar, que no sé si están en conocimiento de ustedes. La semana 
pasada hubo una reunión de Alcaldes de la cuenca en la cual saludaron y apoyaron explícitamente el 
planteo de las medidas. Pensamos que la constitución de la Comisión de Cuenca del Santa Lucía es 
uno de esos temas que nos va a permitir generar efectivamente niveles de conciencia, porque esto no 
lo arreglamos teniendo inspectores o funcionarios del Ministerio que vayan, miren y sancionen. Aquí, 
por un lado, tenemos que utilizar el convencimiento del uno al uno, que pasa, por ejemplo, que cuando 
uno va a echar fósforo, no haga lo mismo que el albañil que dice: “un poquito más de portland porque 
así queda más duro”. Me imagino que con el fósforo pasa lo mismo que ocurre en una obra con el 
portland: “una bolsa más por las dudas”. Y lo que eso hace es debilitar la estructura en lugar de 
reforzarla. Entonces, esto requiere que uno a uno vayamos sumando las voluntades al camión de 
todos. Obviamente, los gobiernos departamentales -como planteaba el Senador- sí o sí, tenemos que 
involucrarnos como lo venimos haciendo en el desarrollo de distintos temas porque, en definitiva, lo 
que nos permite es complementarnos. Sin duda, en la responsabilidad que nos cabe como Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, venimos haciendo un esfuerzo muy grande 
por cortar alambrados para poder ir campo traviesa. Si no abordamos esto con transversalidad en todo 
el Estado, es imposible llevarlo adelante. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca es clave en lo 
que tiene que ver con las fuentes de origen de la contaminación, y en eso venimos trabajando, sobre 
todo en materia de control de los tambos, de acuerdo con el decreto reglamentario. Sobre ese tema, el 
ingeniero Rucks anunciaba la subdivisión en esta instancia de aquellos tambos de más 500 y de 
menos de 500, y la determinación de parámetros de vertimiento a la salida de estos establecimientos. 
Sería bueno que efectivamente pudiera recogerse el trabajo que se hizo respecto a estas experiencias 
y a otras muy ricas; el asunto está en que esto se pueda acompañar con políticas de financiamiento 
que permita desarrollarlas. 


Sin duda que el paquete de medidas que planteamos no es para nada simpático. Por lo 
tanto, requieren del convencimiento de la gente, que tiene que ir acompañado de la instrumentación, a 
fin de hacer posible su implementación. Sobre este tema, nosotros tenemos que desarrollar más los 
sistemas para poder avanzar. Concretamente, nos estamos planteando conversar con la gente del 
Ministerio de Defensa Nacional, porque controlar esto a pie de tambo es imposible; hay aspectos que 
tenemos que controlar con una visión del conjunto y si no tenemos medios tecnológicos, tendremos 
que hacerlo con un individuo que, sobrevolando, pueda observar y comprobar determinados temas. 


Hay otros asuntos que la Dinama está atendiendo, lo que se puede comprobar en el hecho 
de que el 50% de las industrias registradas ya han recibido observaciones. El señor Senador Viera fue 
Intendente y sabe lo difícil que es poder llevar las dos correas parejas, de manera de poder avanzar sin 
“liquidar”. Parte del compromiso de la Dinama es preservar el medio ambiente, pero también debe 
considerar a la gente, que tiene que vivir y que tiene necesidades desde el punto de vista productivo y 
salarial. Esto debemos tenerlo presente en cada una de las decisiones que tomamos; debemos buscar 
la mejora, la preservación, en este caso revertir situaciones que se han dado, pero también tenemos 
que apostar al autoconvencimiento de la gente, al control social del conjunto de los ciudadanos y a la 
cooperación entre los distintos organismos que tenemos competencias directas, a través de la ley, o 
derivadas por realizar un trabajo conjunto en el territorio. 


Hay temas que no se mencionaron pero que están planteados. Existe un decreto de 
obligatoriedad de conexión al saneamiento en los poblados en que lo hay, y en estos casos le hemos 
pedido a OSE que comience su implementación en las ciudades de la cuenca, lo que nos permitiría 
aprovechar la infraestructura que tiene el conjunto social. Sin duda, ha habido avances importantes. En 
este momento, hay varios préstamos internacionales que le permiten a OSE desarrollar obras 
ambiciosas como las que se están proyectando en Ciudad del Plata, donde hay una importante 
población y un gran atraso desde el punto de vista de la inversión. 


Esto es parte de la discusión cuando hablamos de inversión en el país. En general, los 
sistemas de saneamiento no los incorporamos al discurso, en parte porque las competencias o los 
organismos de vinculación son otros. Entonces, se habla de generación, de infraestructura, de puertos 
O de carreteras, pero saneamiento no es un tema que esté incorporado mentalmente. 


SEÑOR VIERA.- Está enterrado. 
SEÑOR MINISTRO..- Está enterrado. No se ve. 


Con respecto al resto de las fuentes de agua bruta para el abastecimiento de agua -como lo 
mencioné el otro día en la Comisión- la preocupación es absolutamente con todas. Hay cosas sobre 
las que se ha venido avanzando, pero la presión que existe desde el punto de vista productivo y de 
residencia en esta zona es difícil que la encontremos en otro punto del país. La preocupación está y 
venimos trabajando en eso, particularmente en lo que tiene que ver con las decisiones ya adoptadas 
por OSE, que viene trabajando en los planes de saneamiento sobre el río Uruguay, que es donde hay 
ciudades con mayor población. 


Existe otro tema a abordar, como el de los tajamares que se encuentran en el medio rural y 
su estado, que muchas veces uno aprecia que no tienen los niveles mínimos de mantenimiento 
necesario, que en determinadas circunstancias pueden estar ocasionando algunos de estos problemas 
que tienen que ver con las algas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que las intervenciones de los tres partidos que integramos el Senado de 
la República son absolutamente coincidentes en cuanto a la enorme importancia y trascendencia que 
tiene este tema, y a la necesidad de trabajar en una política de Estado. 


Tenemos el diagnóstico, que ha sido muy claro y exhaustivo, por cuanto la etapa que viene es 
la de actuar. La pregunta que dejo planteada es si los recursos organizativos, económicos, humanos y 
de políticas, están lo suficientemente diseñados para poder actuar en ese sentido. 


Tengo aquí la Ley N* 15.793, del año 1985 -mencionada por el señor Senador Agazzi- 
elaborada para otra época y que crea la Comisión Honoraria para el Estudio del Aprovechamiento 
Integral de la Cuenca del Río Santa Lucía, que tenía a su cargo el estudio y la preparación de un plan 
general de desarrollo de la cuenca del mencionado río, en sus aspectos económico, técnico, sanitario, 
social y cultural -no se mencionan los temas ambientales- cuyos objetivos eran el riego, el cuidado de 
la erosión, la forestación, la piscicultura, el orden alimentario, el orden energético, el turismo y la 
recreación. Acá tenemos que hacer otra Comisión con otras finalidades. Aquella Comisión estaba 
integrada por distintos organismos, pero no estaba presente el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente porque en el año 1985 no existía. Creo que está claro -viendo las 
necesidades de actuar- que es necesario tener un cuerpo inspectivo que actúe, haga los seguimientos 
y controle las facultades, los recursos humanos, económicos, logísticos y de locomoción. Creo que hay 
que pensar en helicópteros para hacer una supervisión aérea cuando por tierra haya zonas a las que 
sea muy difícil ingresar. Me parece que es absolutamente imprescindible, porque está claro lo que 
recién mencionaba el señor Ministro: estamos en la zona de mayor concentración humana, ambiental, 
de habitación, donde todos los rubros de producción tienen una propensión a la contaminación 
galopante. Sabemos claramente lo que son los tambos, los feed lot, y los fitosanitarios para toda la 
producción de soja y demás, sin hablar de las curtiembres y de los frigoríficos. Es la concentración más 
sensible que tiene Uruguay y es, nada más ni nada menos, donde está el abastecimiento del agua de 
Montevideo, de San José y creo que de Florida. 


Creo que esto requeriría algo así como una ley de urgencia en la que se establecieran 
determinadas facultades, como ya vimos; estoy hablando de coordinación y de recursos humanos, 
económicos y de funcionamiento para que, con enorme esfuerzo y dedicación, se pueda asumir esta 
tarea. En alguna medida, esto descentraría la tarea inspectiva porque aquí hay una función de 
fiscalización, de control y de sanción que es casi policial. Los conflictos que se puedan generar cuando 
se ingrese a los predios podrían provocar situaciones de tensión y demás, por lo que quizás, en más 
de un caso, habría que ir acompañados por la fuerza pública para poder probar los antecedentes. 


Así que quiero decir al señor Ministro que, por las exposiciones que hemos escuchado en esta 
Comisión, hay absoluta unanimidad en cuanto a brindar el máximo apoyo a cualquier iniciativa que 
tome como referencia esto. El motivo de preocupación es el planteado por el río Santa Lucía. 


Además, estamos en una situación en la que todo indica que el desarrollo económico y las 
producciones agropecuaria, agrícola e industrial en esos rubros tienen una tendencia al ascenso o, por 
lo menos, que no hay posibilidades de que vayan en descenso, por lo que sería necesario correr contra 
el tiempo. Estamos hablando de una carrera contra el tiempo porque, de no actuar, correríamos el 
riesgo de enterarnos un buen día de que la cuenca que abastece de agua a Montevideo está 
contaminada y tiene dificultades. 


Termino diciendo algo respecto a lo que insinuó el señor Senador Agazzi -que no es un tema 
para esta reunión, quizás para otra- pensando en fuentes de abastecimiento de agua alternativas: creo 
que es un tema que hay que abordar porque, en alguna medida, algún día los riesgos en ese sentido 
podrían estar planteados. 


“Presentación realizada por el Director Nacional de Medio Ambiente — Primera Parte” 
“Presentación realizada por el Director Nacional de Medio Ambiente — Segunda Parte” 


El segundo tema a tratar en el día de hoy es el relativo al impacto ambiental de la construcción 
del puente sobre la laguna Garzón. Si nuestros invitados están en condiciones de presentar algún 
informe al respecto, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO.- No sé exactamente dónde están centradas las preocupaciones básicas de los 
señores legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este tema fue incorporado al Orden del Día a solicitud del señor Senador 
Heber, que debió retirarse y me encargó que formulara las preguntas correspondientes. 


Cuando se diseñó el otro puente -no el circular- se llevaron a cabo audiencias públicas para 
analizar el proyecto y, en concreto, la pregunta que se quería plantear apunta a saber si para este 
nuevo proyecto también está previsto realizar audiencias públicas. 


En definitiva, creo que sería bueno que se diera una visión panorámica de la situación en que 
está el tema y que luego se hiciera una segunda referencia a este punto, en concreto, que me planteó 
el señor Senador Heber y que con mucho gusto trasmito a nuestros visitantes. 


SEÑOR MINISTRO.- Desde el punto de vista de la autorización ambiental, convengamos, en primer 
lugar y por la forma de presentación de la preocupación, que se trata de un proyecto que vincula a las 
dos márgenes de la laguna -una ubicada sobre el departamento de Maldonado y otra sobre el de 
Rocha- y que se trata de un puente entre ambas. Eso fue lo que se puso a consideración y tenía una 
materialidad que se expuso en el momento en que se llamó a audiencia pública. 


Como consecuencia, surgieron una serie de observaciones que fueron levantadas, producto 
de lo que significó, precisamente, la audiencia pública y los elementos que ya obraban en la visión del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Desde el punto de vista de su 
materialización, se fueron presentando distintas instancias, hasta que se llegó a un proyecto que, se 
entendió, levantaba buena parte de las observaciones realizadas. 


En lo que refiere a las audiencias, entendemos que se cumplieron, sobre todo, desde el 
momento en que se hizo la puesta de manifiesto de este elemento en dos audiencias públicas: una en 
Maldonado y otra en Rocha. Allí se determinaron una serie de condicionantes que fueron analizadas a 
lo largo de la tramitación por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas como proponente de la obra. 


Finalmente, hubo una instancia de comunicación para dar a conocer los detalles de esta 
última materialización del proyecto. 


Los elementos básicos que forman parte de las condiciones, que es lo que se aprueba en la 
autorización ambiental del Ministerio, tienen que ver con temas que hacen al ordenamiento territorial y 
al impacto que podría representar esta ruta. Desde el punto de vista de la elaboración de los planes de 
Maldonado y Rocha, hubo avances sustantivos, en particular, respecto a la incorporación del área 
ubicada entre las lagunas que forman parte del Sistema Nacional de Áreas Protegidas. Eso está en 
marcha. 


Por otro lado, lo que tiene que ver con el cambio de carácter de la Ruta 10, que de ser una 
ruta rápida pasaría a ser una ruta turística, de paseo, se propone desafectarla como ruta nacional de 
alto impacto, en concordancia con el proyecto del puente, con lo que se tiende a evitar una nueva línea 
de circulación rápida paralela a la costa. 


Entendemos que todos estos elementos, que son básicos, son los que llevan a considerar la 
autorización, en la medida en que están vinculados a los aspectos que, en primera instancia, habían 
impedido la autorización ambiental de la OCDE. Me refiero a aspectos que tienen que ver con el 
paisaje, con la forma de comunicación. Por cierto, en las audiencias públicas nadie discutía la 
necesidad de un vínculo entre ambas márgenes de la laguna Garzón. 


Llegado a este punto, quizás sería conveniente que el Director Nacional de Ordenamiento 
Territorial informara en qué momento estamos y cuánto se ha avanzado en lo que respecta a los planes 
locales. Luego, el Director Nacional de Medio Ambiente podría brindar detalles sobre el desarrollo y la 
integración al Sistema Nacional de Áreas Protegidas. 


SEÑOR CHABALGOITY.- En relación con el tema que venía desarrollando el señor Ministro, una de 
las preocupaciones fundamentales que surgía de la unión entre las dos márgenes tiene que ver con la 
posibilidad de evitar la prolongación de un modelo de uso y ocupación de la costa, de urbanización 
lineal y continua, porque ha quedado demostrado históricamente que no es la mejor forma de ocupar 
esos territorios, por todo lo que se afecta a los ecosistemas costeros. En ese sentido, desde el lado de 
Rocha, en convenio con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente se 


elaboró -ya fue aprobado hace dos años por la Junta Departamental de Rocha- el plan entre lagunas, 
que regula la forma de ocupar y usar el territorio entre la laguna Garzón y la laguna de Rocha. Allí, el 
modelo de organización del territorio es radicalmente distinto al que ha caracterizado la urbanización 
lineal de la mayor parte de nuestra costa este. Si gustan, podemos entrar en detalles, pero no creo 
que sea del caso. 


Ya están planteadas con mucha claridad -lo expusimos en otra Comisión del Senado- las 
maneras de urbanizar, dónde, las densidades dadas por el tamaño de las parcelas, por la accesibilidad 
a la costa, etcétera, de modo que ese modelo no se continúe. A su vez, como mandata la Ley de 
Ordenamiento Territorial, incorpora el acceso libre a los primeros 150 metros de la faja, de la ribera 
hacia adentro, que pasan al dominio público, tal como dice la Ley del Ordenamiento, aspecto que el 
plan ratifica. 


Del lado del departamento de Maldonado, ya están aprobadas las directrices 
departamentales, desde hace bastante tiempo, y en este momento -también en convenio con el 
Ministerio- está culminando, se encuentra en la fase final para ser enviado a la Junta Departamental, 
el plan entre laguna José Ignacio y laguna Garzón, donde se generan disposiciones de uso y 
ocupación de modo de evitar un funcionamiento perjudicial, fundamentalmente de la organización 
costera, para los fines de protección o preservación de estos ecosistemas. No solo queda ahí el tema 
del ordenamiento, sino que también hay una norma supradepartamental, de carácter regional, que fue 
aprobada por los cinco Intendentes de la Región Este y por el señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que refiere a las Estrategias Regionales del Este que dan 
marco de política pública para el uso y ocupación del territorio, en particular de la región, pero también 
de esta zona costera. Solo resta la aprobación por parte de las Juntas Departamentales -ya cuenta con 
la aprobación de los cinco Intendentes- y el decreto del Poder Ejecutivo. Si bien todavía no está 
aprobado, esto está reforzado por un proyecto de directrices nacionales de protección del espacio 
costero que está a estudio del Parlamento, que en este momento se está tramitando en la Cámara de 
Diputados y que, seguramente, ingresará al Senado. En dicho proyecto de ley se refuerzan todos los 
criterios de protección del ecosistema costero y está en perfecta consonancia y alineado con este 
instrumento que está en discusión, con el de las estrategias regionales y el de los planes locales. Es 
decir que hay una batería en todas las escalas de planificación que, de alguna manera, blindan a este 
territorio para que, mientras estas leyes estén vigentes, no se generen las transformaciones que 
históricamente destruyeron el paisaje costero y los ecosistemas. Podríamos entrar en el detalle de 
cada uno, si así lo disponen. 


SEÑOR RUCKGS..- El señor Ministro me solicitó que planteara el estado de situación de una de las 
medidas de mitigación y compensación que se propuso en la resolución final de aprobación del puente, 
que fue una medida que se discutió en los procesos de audiencias públicas: me refiero a la creación 
del área protegida de la laguna Garzón. El área protegida de la laguna Garzón tiene una larga historia 
que se remonta a iniciativas de estudios hechos por la OPP en su momento. Luego, las organizaciones 
de la sociedad civil tomaron el planteo específico cuando se aprobó la Ley del Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas para incorporar la laguna Garzón como área protegida. 


Esta es un área que tiene valores extraordinarios de biodiversidad, valores paisajísticos muy 
importantes, tiene una proyección costero-marina que define como una de las características 
particulares la riqueza del intercambio entre lo que es la dinámica marina y la terrestre, es una zona de 
mucha importancia en cuanto al número de especies, lo que demuestra su vitalidad, o sea que tiene 
una cantidad de condiciones muy importantes para ser protegida. 


Evidentemente, cuando se plantea el tema del puente, aparece la preocupación relacionada 
con todo lo que está generando la urbanización y la forma de preservar estos valores del área de la 
laguna Garzón. 


A partir de las iniciativas que presentó una organización de la sociedad civil se tomó como 
base, en una de las audiencias públicas, la discusión del tema de la creación del área protegida. 


Luego de las dos audiencias públicas, nuestro Ministerio se compromete a generar un 
proceso de incorporación del área protegida de la laguna Garzón al Sistema Nacional de Áreas 


Protegidas, y lo plantea e integra como una de las medidas necesarias para proteger los recursos y el 
paisaje del área en la propia aprobación del puente. 


Coincidente con la segunda audiencia pública, al terminar se reúne el Consejo Nacional del 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas y a iniciativa nuestra, como Ministerio, se presenta la propuesta 
al Consejo Nacional. Este es el primer paso para la incorporación del área protegida al Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas. En esta instancia es aprobada y los pasos siguientes implican el 
desarrollo de una propuesta técnica como base a ser presentada como proyecto en una instancia 
pública: la audiencia pública que debía ser realizada para consultar los puntos de vista de los vecinos 
de la zona y los distintos interesados, tanto a nivel local como departamental, de Rocha y Maldonado, 
que son los dos departamentos involucrados en la creación del área. Esto se hace en trabajo conjunto 
con las dos Intendencias. 


En este punto se une este tema con el que acaba de plantear el Director Chabalgoity, en el 
sentido de que en el ordenamiento territorial de Rocha y en el ordenamiento territorial de Maldonado se 
ve cómo se inserta el área protegida en las estrategias de zonificación. 


Cuando la coherencia de las posiciones en el ordenamiento territorial de los dos 
departamentos se comprueba, se hace una audiencia pública en Rocha, en diciembre del año pasado. 
En ella se presenta la iniciativa ya aprobada por el Consejo Nacional de Áreas Protegidas para la 
incorporación, en base a un documento técnico presentado. Tenemos la satisfacción de decir que fue 
de las audiencias públicas más positivas de las que hemos participado. Fue unánime el apoyo a la 
creación del área protegida, con satisfacción de todos los sectores presentes, desde los Gobiernos 
Departamentales y Municipales hasta los vecinos, las Ong y distintas organizaciones que, incluso, en 
su momento habían estado enfrentadas con relación a la posición del puente. Tuvimos la satisfacción 
de escuchar, por parte de todos ellos, la voluntad de apoyar y de colaborar en la incorporación del área 
al Sistema Nacional de Áreas Protegidas. 


En consecuencia, en este momento tenemos pronto un decreto para presentar al Poder 
Ejecutivo para su incorporación al Sistema. Esa sería la instancia en la que estamos trabajando ahora, 
pero ya está encaminada con todos los procesos que exige la ley para su consideración y aprobación. 


SEÑOR AGAZZI.- Nosotros no fuimos quienes propusimos que se incluyera este punto en el Orden del 
Día; creo que fue el señor Senador Heber. Recibimos en la Comisión a integrantes de la Fundación 
Amigos de las Lagunas Costeras de Rocha, quienes nos dijeron que habían iniciado un recurso 
solicitando que se derogue la autorización para construir el puente. Nos dejaron la documentación 
correspondiente donde el argumento más fuerte es la comparación de ambos puentes. Inicialmente, se 
hicieron audiencias públicas en Rocha y José Ignacio para considerar la construcción de un puente 
fijo, con veintidos pilotes. Luego, se presentó la propuesta del arquitecto Viñoly de un puente flotante, 
que no era viable porque con las bajantes de la laguna el puente quedaba apoyado en el fondo. Por 
último, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que es quien hace las solicitudes, decidió la 
construcción de un puente muy parecido al flotante, pero apoyado en diez columnas. Los que 
presentaron el recurso, además de considerar que el nuevo puente circular tiene muchos defectos 
desde el punto de vista técnico -que no es el punto al que me quiero referir- dicen que se tendría que 
haber realizado una audiencia pública igual a la anterior. Quiere decir que el argumento central del 
recurso refiere al procedimiento porque no se hizo la audiencia pública para discutir la construcción de 
este puente. Por tanto, me parece que es oportuno que el Ministerio nos explique esta situación para 
que quede registrado en la versión taquigráfica. 


SEÑOR VIERA.- Mi pregunta iba en el sentido de lo planteado por el señor Senador Agazzi a lo que 
quiero agregar lo siguiente. 


Sin duda hay un cambio de proyecto. Se había hecho un estudio de impacto ambiental para el 
primer puente y no sé si para el flotante, por lo que me gustaría saber si este puente circular también 
cuenta con un estudio de impacto ambiental aprobado por la Dinama, porque es evidente que no tienen 
un impacto ambiental similar porque la cantidad de coches que pueden llegar a estar al mismo tiempo 
sobre ellos es muy diferente. Entonces, además de lo planteado por la ONG, me gustaría saber 
concretamente si se realizó el estudio de impacto ambiental. 


SEÑORA LEJTREGER.- Complementando lo planteado por el señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, voy a tratar de extenderme en el punto que se acaba de 
mencionar. 


En realidad, hubo un proceso a través del cual el proyecto inicial se fue modificando. Al inicio, 
se presentó un proyecto de puente y, a partir de todas las sugerencias y opiniones que se recogieron 
en las audiencias públicas y por parte de los técnicos del Ministerio se fue solicitando al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas las respectivas recomendaciones de modificación. Entonces, el proyecto 
final es el resultado de las modificaciones que se tuvieron en cuenta para cumplir con los 
requerimientos ambientales necesarios para su aprobación. Por lo tanto, desde la División Evaluación 
de Impacto Ambiental se entendió que era el mismo proyecto y que aquellas modificaciones eran la 
respuesta a los planteamientos realizados por las audiencias públicas y los servicios técnicos. 
Asimismo, cuando se presenta este último ajuste al proyecto, también se hace una revisión del estudio 
de impacto ambiental inicial que lo acompaña y que tiene como responsable técnico del mismo al 
arquitecto Viñoly. Eso fue parte de los recaudos que fueron entregados en esa segunda instancia y que 
motivaron el informe de la División de Impacto Ambiental del 7 de enero de este año que, a su vez, fue 
el sustento para todo lo que significó la resolución final. 


Creo que es importante señalar -aunque ya lo mencionaron los Directores y el señor Ministro- 
que como esto fue un largo proceso, algunas de las recomendaciones iniciales que estuvieron 
presentes en las audiencias o en las preocupaciones, fueron tomando su cauce no solamente en el 
proyecto en sí sino en el desarrollo de los instrumentos de ordenamiento y en las distintas acciones 
que tanto desde nuestro Ministerio como del Ministerio de Transporte y Obras Públicas se fueron 
llevando a cabo y que confluyeron en este paquete de medidas que, además, son solicitadas en la 
resolución adoptada para la aprobación de la autorización ambiental previa, que incluso la condiciona a 
todo el plan de manejo del área protegida de la laguna. 


Por lo tanto, entendemos que el proceso que se dio fue el legalmente establecido y que no 
hay una regulación a partir de la cual se establezca cuáles son las modificaciones al proyecto originario 
que motivaría decir que este es distinto. En realidad la propuesta final se entendió como parte del 
proceso de modificaciones necesarias para dar cuenta de los requerimientos ambientales y territoriales 
que estaban demandados, tanto por el Ministerio, desde la evaluación técnica, como por aquellos 
ámbitos de participación que fueron enriqueciendo grandemente este proceso porque dieron los 
elementos que, incluso, forman parte de la resolución adoptada y condicionan otras acciones 
posteriores, algunas de las cuales se han tomado y otras serán parte del plan de manejo, del 
cronograma de obras y demás, por lo que no es algo que esté cerrado. Este es un proceso que 
continúa y entendemos que cumplió con todos los trámites necesarios para estar en el punto en que 
está. 


Con relación a algunos elementos posteriores, además de lo que planteaban los Directores, 
luego de la resolución el Ministerio de Transporte y Obras Públicas remitió su resolución referida a la 
desafectación del carácter de nacional de la Ruta, tomando en cuenta las medidas de reducción de 
velocidad y demás aspectos que están planteados en las recomendaciones y en todos los 
planteamientos formulados en las diversas instancias de participación que fueron las dos audiencias 
públicas mencionadas y la reunión informativa que se realizó en diciembre del año pasado, cuando se 
volvió a informar en forma abierta y pública de los cambios que había habido con relación al proyecto 
originario, como resultado de esta participación y de la intervención de los técnicos en todas las 
instancias. 


SEÑOR VIERA.- ¿Quiere decir que el Ministerio está en condiciones de afirmar que el impacto 
ambiental que tiene este último proyecto es el que se ya había estudiado y que no hay nuevos 
impactos? 


SEÑORA LEJTREGER.- Lo que el Ministerio está en condiciones de afirmar es que del estudio de 
impacto ambiental inicial, más la revisión de este estudio y el agregado de información que se hace 
junto a la presentación de este proyecto -donde, en realidad, como ustedes mencionaban 
anteriormente, por ejemplo, parte de los impactos que tenían mayor relevancia estarían vinculados al 
número de columnas en el agua o a la localización de las cabeceras y todo eso, son solucionados 


precisamente en el proyecto que finalmente se presenta- se puede concluir que hay una reducción del 
número de columnas y una nueva localización conforme a la que se solicita luego de estudiado el 
impacto originario. Entonces, lo que se hace es el análisis comparativo, desde la División de Impacto 
Ambiental, de ambos proyectos y de ambos estudios de impacto ambiental, en lo que compete a las 
modificaciones realizadas, y a partir de ellos es que se adopta una resolución. Inclusive, parte del 
estudio que realiza esa División refiere a todos los temas de cada uno de los procesos de 
transformación que habían tenido los proyectos y cómo inciden en el resultado final. Todo ello está 
avalado por un equipo técnico importante y calificado que, evidentemente, es el que realizó todo el 
estudio del proyecto y el que elaboró las recomendaciones que fueron contenidas, a su vez, en la 
resolución final. 


Por lo tanto, estamos en condiciones de afirmar que el proyecto estaba en las mejores 
condiciones para tener su aprobación en cuanto a la autorización ambiental previa, con las condiciones 
que se establecen y que son muchísimas. Aclaro que no es una aprobación abierta a partir de la cual 
no habría ningún control posterior, sino que justamente menciona los instrumentos de ordenamiento 
territorial en formación, el análisis del estudio de impacto ambiental realizado por la División de Impacto 
Ambiental y se concede esa autorización ambiental condicionada a una sucesión de acciones que en 
las distintas etapas de desarrollo del proyecto deberán cumplirse. Sería un poco extensa la lectura de 
la resolución -creo que todos ustedes la tienen- pero no tendríamos ningún inconveniente en volver a 
remitirla para que la puedan analizar en forma detallada. También adjuntaríamos los elementos 
posteriores que fueron desarrollándose para que tengan una idea más cabal del tema. 


De todos modos, ustedes podrán ver que se trata de una resolución que refiere a la necesidad 
de acciones posteriores en las distintas etapas y que compete también al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas -como dije anteriormente- tomar resoluciones específicas que van contribuyendo a ese 
blindaje del que hablaba el señor Ministro, y que para nosotros es el de mayor interés. Me refiero a 
garantizar, precisamente, esas condiciones ambientales en todas las etapas -en la de la construcción y 
en la posterior- y dar la mejor respuesta a una necesidad relacionada con ese vínculo entre los dos 
departamentos a través de la Laguna, que hacía larga data que estaba planteado. Se trata de ese 
equilibrio entre dar cumplimiento a esa demanda asegurando las mejores condiciones del proyecto y 
de las condiciones que posteriormente se van a generar en el área. 


Como dije, si los señores Senadores están de acuerdo les enviaríamos un conjunto de 
documentación y estamos abiertos, por supuesto, a las preguntas que puedan surgir en forma 
posterior, bajo esa consigna que para nosotros es nuestra responsabilidad y el objeto de nuestro 
trabajo. Por lo tanto, tenemos que hacerlo de la mejor manera garantizando plenamente, no solamente 
los procesos, sino aquello que es el destino de todo lo que hacemos: el medioambiente, el territorio y el 
espacio social donde se desarrollan las actividades humanas. Con esa tónica desarrollamos este 
trabajo, tratando de incorporar las visiones de todos, de manera de catalizarlas en pro del interés 
nacional. De esta manera se fue desarrollando este bagaje que hoy realmente es muy rico en esta 
zona, no solo en relación a instrumentos de ordenamiento, sino también a otros que están vinculados a 
las áreas protegidas y a otra serie de acciones que han ido tomando las Intendencias en este entorno. 


Creemos que es importante que ustedes tengan este panorama general - no aislado, 
exclusivo del puente- con todos estos elementos que conforman esa visión de futuro del ambiente y del 
territorio en el área de la laguna. Más allá de esa perspectiva más amplia, está el análisis de la 
inserción del puente en esa zona. 


SEÑOR RUCKS..- Creo que la Subsecretaria fue absolutamente clara en su explicación. 


Por mi parte quiero mencionar algunos aspectos más generales que hacen al enfoque que 
tenemos que aplicar en los procesos de evaluación de impacto ambiental, de acuerdo con la ley 
correspondiente. La evaluación de impacto ambiental es un proceso que implica un diálogo. Los 
proyectos clasificados como c) -como es el caso del puente- requieren de instrumentos específicos, de 
un estudio de impacto ambiental completo, totalmente desarrollado, con todos los detalles, con las 
medidas de mitigación, compensación y demás. También implica un proceso de puesta de manifiesto, 
de audiencia pública y luego del análisis técnico, una decisión final; si son aceptables los impactos 


ambientales residuales, se aprueban pero si no son aceptables, de acuerdo con la ley, no se aprueban. 
Esta es la condición básica que establece la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental. 


En el caso que estamos analizando, se presentó el estudio de impacto ambiental, que tuvo 
dos instancias diferentes. En primer lugar, se presenta el estudio a nivel local, estrictamente del puente 
lineal que se propuso inicialmente, con el impacto concreto del puente sobre el lugar donde se 
construiría. Cuando se analizó técnicamente por parte de la División Impacto Ambiental de la Dinama, 
se consideró que el puente, justamente por lo que decía el Director Chabalgoity, tenía un impacto 
ambiental sobre el territorio mucho mayor que el impacto específico, físico, sobre el área de la 
biodiversidad o del paisaje local. Por lo tanto, debía requerirse un estudio ambiental del conjunto del 
impacto territorial en los departamentos vecinos. Ese fue el elemento condicionante mayor, que causó 
preocupación en la División Impacto Ambiental y se dejó constancia de ello en los documentos que se 
elaboraron. ¿Cuál es el impacto que se temía? Que el hecho de profundizar un modelo de desarrollo 
sobre la ruta 10, de tráfico rápido y destructivo de la costa, tendría un impacto como el que señalaba el 
Director Chabalgoity, es decir, una destrucción de los ecosistemas costeros, como ya se ha venido 
perfilando en otras áreas del país. Por lo tanto, se solicitó un estudio complementario sobre la 
localización del puente y su impacto en todo el territorio. 


Por lo tanto, hay dos estudios de impacto: uno de impacto local y otro de impacto territorial. 
El estudio de impacto territorial refiere al estudio de un puente -no de ese puente- de la conexión 
permanente por esa vía. Por su parte, el estudio de impacto local había sido considerado con una serie 
de estudios claros -que allí se salvaban- y con otros aspectos confusos y problemáticos, sobre todo, en 
lo que refiere a la unión del puente con el territorio, a su estabilidad y a la afirmación de la ruta 10 como 
ruta de circulación rápida. 


En ese sentido, se continúa discutiendo con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en 
ese proceso de diálogo, sobre la situación de las soluciones que había a esa limitación para el modelo 
de diseño presentado. 


En ese diálogo, el Ministerio presenta una alternativa que tiende a disminuir las velocidades, 
a valorar el paisaje, a reducir el peso del puente sobre el ecosistema con menores pilares, con una 
mayor fluidez de las aguas y la conexión entre ellas, asegurando una mayor longitud -j¡ustamente en lo 
que son los cabezales, en la costa, para darle mayor afirmación- que responde a análisis ambientales 
que hace el grupo técnico de la Dinama, con una solución que entiende que da satisfacción a esa 
situación. Por lo tanto, hay una situación de continuidad. 


Cuando se hacen las audiencias públicas, como conclusión, se plantea que la continuidad 
física por ese punto es aceptable. No se dice con qué puente ni de qué forma, solo que es aceptable. 
Técnicamente la Dinama dice sí, pero que no es aceptable que se incentive la velocidad y el tráfico 
rápido por esa zona. Por lo tanto, el Ministerio cambia el diseño específico de ese punto y presenta las 
fundamentaciones ambientales de los beneficios que tiene, como claramente lo mencionó la 
Subsecretaria. 


De manera que ahí entra la responsabilidad que cabe al análisis ambiental de los técnicos de 
la Dinama. Quiere decir que nosotros no somos ajenos a un proceso de análisis ambiental -es nuestra 
obligación- y ese análisis se hace sobre el nuevo diseño. Por lo tanto, de acuerdo a los argumentos 
que presenta el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, de las diferencias de ese puente con el otro, 
de cuáles son las características del nuevo puente y de cuáles son los beneficios desde el punto de 
vista ambiental, se hace un análisis de si son coherentes o no, o si tiene que ser o no ajustado. Eso 
implica un proceso de continuidad. 


La situación inversa hubiera sido una situación de desconocimiento de lo que era un 
proceso, y quizás analizado como una maniobra, para después presentar nuevamente el puente 
redondo sin haber seguido todo el proceso de consulta que se había hecho anteriormente. De manera 
que también hay una responsabilidad de tipo legal, de mantener una continuidad en lo que había sido 
un proceso absolutamente legítimo de discusión de la propuesta del puente. 


Entendemos que un proceso de evaluación de impacto ambiental implica cambios. Es muy 
difícil que un proyecto que entra a la Dinama, propuesto con un estudio de impacto ambiental, sea el 
mismo que sale, porque justamente el valor agregado de quien representa al Estado en los temas 
ambientales, es incorporar todos los requerimientos ambientales que un proyecto debe tener para que 
sea viable ambientalmente. Los proyectos son distintos y se le incorporan aspectos diferentes que 
pueden ser muy pequeños o también muy importantes. Pero mientras sea analizado y evaluado 
ambientalmente, y los efectos residuales sean ambientalmente aceptables y existan las medidas de 
mitigación, el proyecto es viable y por lo tanto legalmente estamos en la obligación de aprobarlo. Ese 
fue el proceso que se siguió en este caso y, además, se aprobó respetando los procesos 
participativos. Cabe señalar que después de haber hecho dos audiencias públicas, se tuvo la 
delicadeza -por una concepción política, de que la población tenía que ser informada- de informar 
públicamente a la población presentando el proyecto cuando, repito, ya se habían realizado las dos 
audiencias públicas, lo que normalmente no se hace en ningún proyecto. 


Por lo tanto, hubo un esfuerzo por buscar la participación. En ese esfuerzo somos conscientes 
de que hemos sido respetuosos respecto a puntos de vista ambientalmente válidos y estamos ante la 
continuidad de un proceso que, evidentemente, para proponentes y para los que están involucrados, 
debe tener una base legal aceptable. En definitiva, tenemos la convicción de que hemos actuado en el 
marco de la ley y adecuadamente. 


SEÑOR CONDE.- Quiero hacer una consulta concreta pero no estrictamente referida al puente, sino 
que me quedó una especie de fleco suelto entre la intervención del Director Chabalgoity y la primera 
del Director Rucks, referida a los dos temas que ellos plantearon. 


Los programas o planes de ocupación y uso del territorio, tanto entre la Laguna Garzón y la 
Laguna José Ignacio como entre la Laguna Garzón y la Laguna de Rocha, han sido diseñados por las 
respectivas Intendencias Departamentales y el Director Rucks nos planteó, como parte de las 
respuestas que se están construyendo para habilitar ese uso del territorio e incluyendo toda la temática 
del puente, que finalmente la zona de la Laguna de Rocha va a ser incluida en el Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas. 


La duda que me quedó es la siguiente: teniendo en cuenta lo que decía el arquitecto Rucks 
en el sentido de que el decreto está pronto para que lo apruebe el Poder Ejecutivo, ¿la inclusión de la 
Laguna de Rocha en el Sistema Nacional de Áreas Protegidas permite mantener los planes o 
programas de ocupación y uso del suelo que ya diseñaron ambas Intendencias o esos programas 
deben ser cambiados? 


Esta es la consulta que quiero hacer porque no termino de razonar el conjunto del tema. 


SEÑOR CHABALGOITY.- La inclusión de la Laguna Garzón, que es la que se estaría incorporando al 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas -la Laguna de Rocha hace ya bastante tiempo que está 
incorporada- en su delimitación y en sus disposiciones del plan de manejo, se articula con lo que 
decidieron las respectivas Intendencias cuando diseñaron sus planes de manejo. De hecho, el primer 
instrumento de ordenamiento, que fue el plan entre las dos lagunas -Garzón y de Rocha, del 
departamento de Rocha, valga la redundancia- consideró el área que ya tenía una delimitación previa, 
como bien dijo el arquitecto Rucks. 


La Laguna Garzón tuvo muchos intentos de definición de área protegida desde la época de los 
propios estudios de Probides de la década del 90. Por lo tanto, allí no hay ninguna incongruencia y 
esto, además, se refuerza porque la Comisión Nacional que crea el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas está integrada por los Gobiernos Departamentales y estos participan en ella. O sea que se 
trata de una definición conjunta y, de hecho, cuando se puso de manifiesto el tema -el arquitecto Rucks 
me puede corregir si me equivoco- tal como exige la ley para promover el ingreso a esta área, los 
textos en cuestión fueron discutidos y acordados con los Gobiernos Departamentales, de modo que no 
hubiera ningún tipo de contradicción. Es decir que esto se complementa y se articula de manera 
totalmente normal y lógica; otra cosa es lo que pase con la vida a futuro. No sé si respondí la pregunta 
formulada. 


SEÑOR CONDE.- Sí. Entonces, la conclusión sería que, una vez aprobado el decreto que incluye la 
Laguna Garzón en el Sistema Nacional de Áreas Protegidas, se pueden aplicar los programas de 
ocupación y de uso del suelo que han diseñado ambas Intendencias. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Sí. Ya están vigentes y son aplicables, simplemente el plan va a adicionar 
algunas medidas -más en el espejo de la Laguna, quizás- con respecto al manejo. 


SEÑOR RUCKS.- Complementando lo que ha dicho el Director Chabalgoity, quiero decir que cuando 
se diseña el área protegida, justamente, en los considerandos y en la clasificación del área protegida 
que se adopta, se tiene en cuenta -y esto explícitamente se plantea- que se está respetando la 
zonificación y esto, particularmente, se da en el caso de Rocha, porque es previo al tema del área 
protegida. En el caso de Maldonado se construye a la vez el instrumento de ordenamiento, es decir, se 
está construyendo simultáneamente a la creación del área, pero en Rocha esto había sido previo. 
Entonces, mediante el decreto de creación del plan de manejo, se reconoce lo que plantea el plan 
entre las dos lagunas de Rocha, que propone ciertos desarrollos urbanísticos dentro del área. La 
categoría que se le otorga, de área para la protección de ecosistemas de fauna y flora, justamente, 
respeta la posibilidad de tener dentro ciertos desarrollos urbanos, que van a estar condicionados a 
determinadas densidades y demás, por el propio plan de manejo y la propia reglamentación del plan de 
Rocha. 


Quiere decir que hay una estructuración absolutamente integrada en virtud del esfuerzo que 
se hizo para trabajar con las dos Intendencias. 


SEÑOR AGAZZI.- Quiero hacer una intervención, a modo de reflexión. 


En la Comisión recibimos una nota, fechada el 17 de abril, de la Fundación Amigos de las 
Lagunas Costeras de Rocha, que fuera presentada por su Vicepresidente, que es el doctor Luis 
Castelli. 


El 18 de abril, en una publicación -que multiplica otras que habían salido en el diario La 
Nación- figura un titular, que dice: “Peleas VIP en el departamento de Rocha, Uruguay. Un puente que 
divide empresarios argentinos”. Por una foto que aparece junto a la nota me enteré de que, ya antes, 
existía un puente recto. 


SEÑOR MINISTRO..- En realidad, es una parte de un puente, que tiene cincuenta años. 


SEÑOR AGAZZI.- Es un puente inconcluso y, en efecto, tiene cincuenta años. Lo podrán observar en 
la foto; yo no sabía que existía. 


Me resultó interesante que todas estas notas periodísticas -que, si no me equivoco, tienen 
como centro el diario La Nación- describen cómo intereses de distintos grupos empresariales están 
afincados en la zona y defienden unas alternativas u otras. Incluso, se han formado organizaciones no 
gubernamentales financiadas por uno de esos grupos, en las cuales hasta familiares de empresarios 
muy importantes tienen cargos de responsabilidad. Según estas publicaciones que aparecen en la 
prensa argentina, que hablan sobre lo que sucede en Rocha y en donde citan a la Dinama, a los 
Ministros y al Gobierno uruguayo, algunos ciudadanos declaran que han venido a nuestra Comisión a 
presentar sus puntos de vista en relación a la legislación vigente, a las decisiones que se toman y a la 
juridicidad de este asunto. Incluso, algunas de estas personas son especialistas y tienen estudios 
donde se dedican a estas cuestiones. 


Quiero decir, como una constatación, que en muchas ocasiones en la Comisión recibimos 
delegaciones que tienen sus puntos de vista -lo que en un sistema democrático es lícito y válido- pero 
debemos tener en cuenta que a veces hay otros asuntos por detrás que son más importantes que los 
detalles jurídicos en los que solemos poner la atención. 


Tengo todos los repartidos de prensa. Después de que leí algunas publicaciones, entré en las 
páginas web y busqué las biografías de quienes nos visitaron, lo que me ayudó a completar un 
escenario que vale tener en cuenta cuando se consideran estos temas. 


Quería manifestar esto frente a las autoridades del Ministerio porque, a veces, en estos 
asuntos, se juega mucho más que juridicidades u otros aspectos técnicos. En realidad, también hay 
intereses económicos detrás. 


SEÑOR MINISTRO.- Sin duda, la intervención del señor Senador Agazzi es clave. Somos conscientes 
de que en cada una de las decisiones y de las opiniones hay intereses múltiples y disfraces múltiples, a 
tal punto, que un consorcio de propiedad horizontal se convierte en una suerte de ONG preservadora 
del medioambiente a partir de una realización económica en el territorio. Me parece que esto es clave - 
y somos conscientes- en cada una de las intervenciones y, además, no siempre se manejan elementos 
o argumentos con la seriedad requerida. Por ejemplo, repasando las comparecencias vi la intervención 
de unos invitados que recibió la Comisión y en un párrafo del repartido se dice: “Este puente está 
diseñado para realizarse donde ahora están las balsas, pero no se prevé qué se va a hacer con el 
servicio de balsas durante los más de dos años que requiere esta construcción”. ¡Pobre gente, queda 
sin poder conectarse!; sin embargo, el punto H de la resolución de la autorización ambiental del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente expresa: “Durante la ejecución de 
los trabajos de construcción y hasta tanto el puente se libere al uso público, el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas deberá asegurar el mantenimiento de la conectividad entre ambas márgenes de la 
laguna” Esto es parte de las cosas que habitualmente tenemos que manejar. 


El otro aspecto sobre el que hay una fuerte argumentación tiene que ver con temas 
económicos: si este puente sale más, si sale menos, cómo se va a financiar, etcétera. Queremos dejar 
muy en claro que no es competencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente ponderar cuánto sale o deja de salir tal o cual intervención. La perspectiva de análisis, la 
perspectiva de definición es otra: es de preservación del medio ambiente, del interés colectivo. 
Considero que es bueno señalarlo porque no dudo que, en algún momento, se esté replanteando el 
tema desde esos términos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a proponer que este dictamen, que es un documento muy importante, se 
remita a la Secretaría e, incluso, se incluya en el Orden del Día de la sesión porque, sin duda, es un 
elemento que resume mucho de lo que aquí hemos hablado. 


Para cuando el señor Ministro lo entienda conveniente fijaremos una nueva sesión para 
considerar el tema del puerto de La Paloma. 


Agradecemos la presencia al señor Ministro y a sus asesores. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 38 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


